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Resumen: El estudio del nacimiento y formación del denominado "Estado 
moderno" ha acaparado la atención de un sector importante de la historiografía a lo 
largo del siglo pasado. Al mismo tiempo, desde hace más de tres décadas se ha ido 
consolidando una corriente dentro de la historia política y jurídica que ha impugnado la 
aplicación del concepto de "Estado" a las sociedades del Antiguo Régimen. Partiendo 
de las aportaciones de la hermenéutica moderna, principalmente de la obra de Emilio 
Betti, y a través del estudio de algunos aspectos de la historia constitucional del reino de 
Navarra en el siglo XVIII, el autor se suma al debate tratando de conciliar posturas 
divergentes y aportando argumentos que contribuyan a clarificar el panorama 
historiográfico en este complejo tema. 
Palabras clave: Historia política y jurídica. Estado Moderno. Historiografía. Emilio 
Betti. Navarra 
Abstract: During the past century the birth and formation of the so-called "Modem 
State" has monopolized the attention of a great historiography sector. At the same time, 
over the past thirty years a tendency in political and legal history that has acquired more 
and more supporters criticises the utilization of the "State" concept regarding the Old 
Regime's societies. In this paper, through the study of the constitutional history of the 
kingdom of Navarre during the XVIIl"' century, the author participates in the debate 
trying to conciliate the different positions in order to clarify the historiography's 
panorama according to the modem hermeneutic principles, specially as developed since 
Emilio Betti s contributions. 
Key viwcfe.'Political and Legal History. Early Modem State. Historiography. Emilio 
Betti. Navarra 
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1. Introducción 
El estudio del Estado ha sido durante los dos últimos siglos punto 
de encuentro de los más diversos cultivadores de las ciencias sociales. 
En el seno de la historiografía la atención se ha centrado en buena 
medida en su génesis y formación a lo largo de la Edad Moderna. 
Desde esta perspectiva particular se ha analizado la abundante 
literatura política, jurídica y teológica relativa al gobierno del 
Príncipe; se ha estudiado el proceso de creación y desarrollo de las 
instituciones político-administrativas de las distintas monarquías 
europeas; se ha debatido acerca del papel de los estamentos 
privilegiados y de los municipios en la consolidación del poder real... 
No es extraño, por ello, que la producción bibliográfica sobre el 
denominado Estado moderno resulte difícilmente abarcable para 
cualquiera que pretenda acercarse a ella con un mínimo de 
exhaustividad. 
A pesar de todos los esfuerzos realizados en esta línea, no sólo no 
existe en estos momentos un mínimo grado de consenso en tomo a 
cuestiones fundamentales de la historia del Estado, sino que las 
diferencias son cada vez mayores. ¿Toda comunidad política 
organizada constituye un Estado? ¿Se puede hablar de Estado en la 
Edad Media? ¿Tiene sentido el calificativo de "moderno" aplicado al 
Estado, o se trata más bien de una redundancia? ¿Fue el Estado una 
creación revolucionaria?... Las respuestas que la historiografía ha 
dado a éstas y a otras muchas cuestiones que a lo largo del último 
siglo se han planteado en tomo al Estado han sido enormemente 
variadas, y muy a menudo contradictorias. No es mi intención 
solventar de una vez por todas este debate historiográfico (no lo 
conseguiría aunque lo intentara), sino tratar de exponer algunas ideas 
que permitan, aunque sea mínimamente, avanzar en la resolución de 
las diversas cuestiones que este complejo tema plantea al historiador 
(del derecho, en mi caso). 
El Estado moderno más que como una realidad histórica 
perfectamente definida en el tiempo y en el espacio debe ser 
considerado como un tipo ideal, una constaicción teórica elaborada a 
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partir de una serie de elementos extraídos del estudio histórico y de la 
experiencia política. A partir de estos datos, se ha realizado una labor 
de abstracción para construir un modelo que, sin constituir una 
realidad concreta perfectamente realizada en la historia, se halla de 
una manera no menos real en el fondo de algunas realidades histórico-
sociales. De esta manera, el concepto "Estado moderno" ha permitido 
integrar una multiplicidad de fenómenos y dotarlos de un cierto 
sentido1. El problema surge precisamente cuando el tipo ideal no se 
corresponde con la estaictura íntima de la realidad histórica a la que 
se aplica, pues entonces, en lugar de constituir un instrumento de 
comprensión, se convierte en una lente defonnante de esa misma 
realidad. En el fondo, pues, las discrepancias en tomo a la formación 
del Estado moderno remiten, en buena medida, al plano de la 
interpretación histórica. Por ello, quizás una aproximación al tema 
desde la moderna hermenéutica sea capaz de aportar nuevas luces 
sobre el problema del Estado en la historia. 
2. La lucha de paradigmas en la historiografía sobre el Estado 
Moderno: del "estatalismo " al "antiestatalismo " 
El nacimiento del Estado, para la mayor parte de la historiografía, 
aparece ligado a la formación de las monarquías absolutas en el tardo 
medioevo 2 o, más propiamente, en los albores de la Edad Moderna3. 
1 Sobre el Estado moderno como "tipo ideal", vid. Otto HlNTZE, "Esencia 
y transformación del Estado moderno", en IDEM, Historia de las formas 
políticas, Madrid, Revista de Occidente, 1 9 6 8 , pp. 2 9 3 - 2 9 4 . 
2 Muchas de las obras consideradas clásicas en este tema parten del 
estudio de los orígenes medievales del Estado moderno. Vid. Werner N A E F , 
La idea del Estado en la Edad Moderna, Madrid, Ediciones Nueva Época, 
1 9 4 7 ; y Joseph R. S T R A Y E R , Sobre los orígenes medievales del Estado 
moderno, Madrid, Ariel, 1 9 8 6 . Algunas de las aportaciones más 
significativas sobre este tema, con planteamientos de fondo no siempre 
coincidentes, fueron incluidas en la ya clásica obra coordinada por Ettore 
R U T E L L I y Pierangelo S C H I E R A , LO Stato moderno, 3 vols., Bolonia, Il 
Mulino, 1 9 7 1 , 1 9 7 3 , 1 9 7 4 . 
3 Prescindo aquí de todos aquellos planteamientos que consideran Estado 
a toda comunidad políticamente organizada, privándole de su constitutiva 
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Como notas distintivas del Estado moderno se suele señalar: la 
existencia de un ejército permanente, de una administración 
centralizada y tecnificada (una burocracia) y de un aparato 
hacendístico puesto al servicio de los intereses de este naciente 
Estado. En este proceso, los demás poderes del reino habrían quedado 
más o menos sometidos a la Corona, aun cuando hubieran logrado 
conservar e incluso incrementar en algunos casos sus privilegios y 
exenciones. Así, fenómenos como el de la enajenación de señoríos por 
los reyes de la monarquía hispánica durante los siglos XVI y XVII no 
son considerados como obstáculos en el proceso de consolidación del 
Estado moderno 4. Desde este punto de vista, el Estado constituye una 
historicidad. Esta postura, desacreditada entre los historiadores, sigue 
informando todavía las exposiciones sobre el Estado que se realizan desde 
otras disciplinas, muy particularmente desde la teoría jurídica del Estado. 
Vid. a título de ejemplo, Alessandro P A S S E R I N D ' E N T R E V E S , La noción de 
Estado. Una introducción a la teoría política, Barcelona, Ariel Derecho, 
2001. Además de lo arbitrario (al menos desde un punto de vista 
estrictamente histórico) de la definición, la adopción de este punto de partida 
despoja al propio concepto de Estado de toda virtualidad interpretativa. 
Resulta preciso entonces adjetivarlo para dotarlo de contenido, pues por sí 
solo el concepto "Estado" es incapaz de discriminar las distintas formas de 
organizar la vida en sociedad. Se habla entonces de Estado romano, Estado 
antiguo, Estado musulmán, Estado feudal, Estado corporativo, Estado 
absoluto... pasando toda la carga semántica del sustantivo al adjetivo que se 
convierte de esta manera en el punto de referencia de la investigación. Ya no 
se estudia el Estado en su formación histórica, sino las otras realidades 
capaces de dotarlo de contenido: el feudalismo, la sociedad corporativa, el 
poder absoluto del monarca... 
4 La relación de autores y obras que se pueden citar en esta línea es 
amplísima. En la historiografía española cabe señalar como paradigma de 
esta manera de concebir el Estado a José Antonio M A R A V A L L , Estado 
moderno y mentalidad social, I, Madrid, Revista de Occidente, 1972, pp. 
249-250. Por otra parte, basta consultar la manualística de historia moderna 
para convencerse de la aceptación de esta visión del Estado. La amplia 
flexibilidad de los elementos a partir de los cuales se determina 
habitualmente la aparición del Estado ha llevado a algunos medievalistas a 
postular, no sin cierta lógica, la existencia de un Estado en plena Edad 
Media. Así, en una reciente síntesis sobre la administración y gobierno en la 
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plataforma excepcional para abordar el estudio de las sociedades 
occidentales de la Edad Moderna desde las más diversas perspectivas5. 
época medieval, los autores presuponen como punto de partida la existencia 
de un "Estado medieval" puesto que —según afirman— es posible ya 
constatar la presencia, aunque sea sólo parcialmente, de los " tres elementos 
que tradicionalmente se supone que conforman la existencia de lo que más 
tarde se denominará Estado moderno: la existencia de una burocracia 
organizada, el mantenimiento de un ejército permanente y la disponibilidad 
de recursos financieros para sostener las tareas del poder público". En este 
sentido, el término Estado constituiría —en palabras de estos medievalistas— 
"una convención con la que referirnos a la superestructura político-
administrativa del reino (Regmim)". Se justificaría así el empleo de la 
expresión "Estado feudal" para referirse a aquellos reinos que gozasen de una 
constitución feudal. Vid. Pedro Andrés P O R R A S A R B O L E D A S , Eloísa 
R A M Í R E Z V A Q U E R O y Flocel S A B A T É I C U R U L L , La época medieval: 
administración y gobierno, Madrid, Istmo, 2003, p. 45. 
5 Una buena prueba de ello lo constituyen la serie de trabajos colectivos 
publicados sobre todo en Francia, en los últimos veinte años a impulsos, 
fundamentalmente, del Centre National de la Recherche Scientifique: Culture 
et idéologie dans la genèse de l'Etat moderne, Roma, Ecole Française de 
Rome, 1985; .T.-Ph. G E N E T y B. V I N C E N T , Etat et Eglise dans la genèse de 
VEtat moderne, Madrid, Casa de Velázquez, 1986; Françoise A U T R A N D (éd.), 
Prosopographie et genèse de VEtat moderne, Paris, Ecole Normale 
Supérieure de Jeunes Filles, 1986; J.Ph. G E N E T y M. L E M E N E (eds.), Genèse 
de l'Etat moderne : Prélèvement et redistribution, París, C.N.R.S. , 1987; 
Noël C O U L E T et Jean-Philippe G E N E T (eds.), Etat moderne: le droit, l'espace 
et les formes de l'état, París, C.N.R.S, 1990; Théologie et Droit dans le 
science politique de l'Etat moderne, Roma, Ecole Française de Rome, 1991; 
Genèse de l'Etat moderne en Méditeiranée: approches historiques et 
anthropologique des pratiques et des représentations, Paris, École Française 
de Rome, 1993; Martine L A M B E R T - G O R G E S (éd.), Les élites locales et l'État 
dans l'Espagne Moderne du XVIe au XIXe siècle, París, C.N.R.S. , 1993; 
Jean-Philippe G E N E T et Gunter L O T T E S , L'Etat Moderne et les élites XIII-
XVIII siècles: apports et limites de la méthode prosopographique, Paris, 
Publications de la Sorbonne, 1996; Wolfgang R E I N H A R D , (comp.), Las élites 
del poder y la construcción del Estado, México, Fondo de Cultura 
Económica, 1997; Anne-Marie C O C U L A (comp.), Adhésion et résistances à 
l'Etat en France et en Espagne, 1620-1660, Pessac, Presses universitaires de 
Bordeaux, 2001. 
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En el ámbito del derecho, el nacimiento del Estado aparece ligado 
a la imposición de la ley como principal fuente del derecho, así como 
a su incapacidad de ligar al monarca que, en este sentido, se dice que 
es absoluto. A esto se añade, además, la progresiva decadencia de las 
Cortes estamentales, sometidas cada vez más a la voluntad del rey, y 
su marginación del proceso de creación de las leyes generales. Desde 
el punto de vista de la actuación política, la formación del Estado 
aparece también unida a la difusión de la denominada razón de 
Estado, y de las doctrinas expuestas por Maquiavelo en El Príncipe, 
primera obra donde el término Estado habría sido utilizado en su 
sentido moderno. Junto a esto se destaca la formación de una 
estructura administrativa compleja y poderosa en tomo al monarca, y 
la extensión cada vez mayor de una red de oficiales reales con 
atribuciones de muy diversa naturaleza que se extienden por todos sus 
dominios. 
En muchos casos, junto a los elementos señalados anteriormente, la 
historiografía apunta a la soberanía, en su formulación moderna por 
Bodin, como elemento clave para apreciar la existencia de un Estado 
en sentido estricto. Junto a la soberanía, se afirman entonces como 
elementos integrantes del Estado, el pueblo y el territorio6. Desde esta 
perspectiva, el nacimiento del Estado se retrasa hasta los siglos XV o 
XVI, cuando en las fuentes el término soberanía, aplicado ahora sólo 
al rey, comienza a ser utilizado de una manera distinta a como se 
empleaba en los siglos medievales para referirse a la jurisdicción 
superior de los señores en sus dominios. Carece entonces de sentido 
aplicar la noción de Estado a los siglos medievales. Siguiendo esta 
misma lógica, las relaciones que se establecen entre el Estado 
absoluto, anterior a las revoluciones, y el Estado liberal del siglo XIX 
responden a una doble parámetro: si por un lado se afirma claramente 
6 La teoría de los tres elementos del Estado, que tanto éxito ha tenido en la 
ciencia jurídica y en la historiografía, fue formulada por vez primera —según 
afuma Wyduckel— por Jellinek en 1 9 0 0 . Vid. Dieter W Y D U C K E L , "La 
soberanía en la historia de la dogmática alemana", en Fundamentos, 1, 1 9 9 8 , 
p. 2 5 8 , y de Georg J E L L I N E K , Teoría General del Estado, Buenos Aires, Ed. 
Albatros, 1 9 8 1 , pp. 2 9 5 - 3 2 5 . 
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7 Esta es la postura adoptada en la historiografía jurídica por Aquilino 
I G L E S I A F E R R E I R Ó S , entre otros. El mismo título que da a su manual de 
historia del derecho es suficientemente significativo: La creación del 
Derecho. Una historia de la formación de un derecho estatal español: 
manual, 2 vols., Barcelona, Marcial Pons (2 a ed.), 1996. Vid. también, 
Aquilino I G L E S I A F E R R E I R Ó S y Sixto S Á N C H E Z - L A U R O (eds.), "Sobre el 
concepto de Estado", en Centralismo y Autonomismo en los siglos Xl^I-XVII. 
Homenaje al Profesor Jesús Lalinde Abadía, Barcelona, 1989, pp. 213-340; 
y de este mismo autor "El Estado en Cataluña y en Castilla" en Ius Fugit, 3-
4, 1996, pp. 101-119. Un recorrido crítico por la historiografía sobre el 
Estado moderno puede verse en Jean-Fredérich S C H A U B , "La peninsola 
iberica nei secoli XVI e XVII: la questione dello Stato", en Studi Storici, 36-
1, 1995,pp. 9-49. 
8 La fundamentación epistemologica en la filosofia deconstructivista, 
especialmente en las obras de Foucault, de algunos de los autores más 
relevantes de esta nueva orientación resultan claras y han sido expresamente 
reconocidas por algunos de ellos. Vid. Antonio Manuel H E S P A N H A Cultura 
Jurídica Europea, Madrid, 2002, 21-57. A pesar de todo, es posible 
impugnar las tesis tradicionales sobre el Estado moderno desde otros 
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la diferencia entre ambos modelos de Estado, por otro se predica una 
cierta continuidad, manifestada en cuestiones como la naturaleza 
soberana del poder, la pervivencia y desarrollo de una administración 
centralizada y fuerte, o la tendencia a la uniformidad en el territorio, 
ahora nacional. No en vano, en ambos casos se habla de Estados y sus 
diferencias, por tanto, son las propias de las especies dentro del mismo 
género7. 
Si bien la visión que acabamos de exponer sintetiza a grandes 
líneas, con todas las precisiones y matizaciones que se quiera, el sentir 
común de la historiografía acerca de la naturaleza y origen del Estado, 
resulta preciso, sin embargo, destacar la existencia desde hace cerca 
de treinta años de un número cada vez mayor de investigadores 
críticos con esta periodificación histórica del fenómeno estatal. 
Especialmente en Italia, España y Portugal, un detemiinado sector de 
la historiografía jurídica y política se ha propuesto, con enorme 
tenacidad e indudables resultados, acometer la demolición, o 
"deconstrucción"8, de los consensos o certezas a los cuales la 
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historiografía había llegado en su proyecto de desentrañar los 
misterios del Estado moderno: su nacimiento, desarrollo y eficacia 
transformadora de las sociedades europeas desde finales de la Edad 
Media. Lo que esta historiografía "crítica" pone en tela de juicio no es 
un aspecto particular del Estado moderno, de entre los muchos que 
han sido objeto de estudio a lo largo del siglo XX (su eficacia 
conformadora del derecho, su incidencia en la actividad económica o 
en el disciplinamiento social, la originalidad de sus instituciones..), 
sino su misma existencia antes de las revoluciones liberales9. 
Para esta historiografía crítica, no fue la lógica estatal, sino otra 
bien distinta de hondas raíces medievales, la que configuró el orden 
jurídico y político preliberal10. No fue el individuo, por inexistente, el 
punto de referencia del derecho, sino la persona, el status, los corpora 
bajo los cuales aquél se ocultaba". Desde el siglo XIII al siglo XVIII 
posicionamientos filosóficos, como lo demuestran algunos de los últimos 
trabajos del malogrado americanista Francois-Xavier Guerra, o de su 
discípula y sucesora en su Cátedra de la Universidad de París I, Annick 
Lempériére. Por otra parte, el cada vez mayor número de historiadores que 
siguen, de una manera o de otra, esta orientación impide encasillarlos dentro 
de una misma escuela o tendencia filosófica o ideológica. 
9 Desde otros planteamientos de fondo, L A L I N D E A B A D Í A ha criticado 
también el empleo del término Estado para referirse a los siglos anteriores a 
las revoluciones liberales. Vid. por ejemplo, de este autor "España y la 
Monarquía Universal (en torno al concepto de Estado moderno)", en 
Quaderni fiorentini per la storia del pensiero giuridico moderno, 15, 1986, 
pp. 109-166; y "Estado moderno como paralogismo historiográfico", Ius 
Fugit,3-4, 1996, pp. 121-139. 
1 0 Para una exposición conforme a esta nueva historiografía de la 
organización político-social propia del Antiguo Régimen, vid. Jean-Frédéric 
S C H A U B , "El pasado republicano del espacio público", en Francois-Xavier 
G U E R R A y Annick L E M P É R I É R E (coord.), Los espacios públicos en 
Iberoamérica. Ambigüedades y problemas. Siglos XVIII-XIX, México, Centro 
Francés de Estudios Mexicanos y Centroamericanos-Fondo de Cultura 
Económica, 1998, pp. 27-53 
1 1 Vid. Bartolomé C L A V E R O , Tantas personas como estados, Madrid, 
Tecnos, 1986, esp. pp. 74-83. Del mismo autor, Razón de estado, razón de 
individuo, razón de historia, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 
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1 9 9 1 , esp. pp. 2 8 - 5 7 , y, más recientemente, Happy Constitution. Cultura y 
lenguaje constitucionales, Madrid, Trotta, 1 9 9 7 , pp. 1 1 - 4 0 . 
1 2 Vid. Bartolomé C L A V E R O , Tantas personas... pp. 1 5 - 1 6 . 
1 3 En palabras de Hespanha, "se ignora la lógica interna de los sistemas 
políticos pasados, especialmente del sistema político del Antiguo Régimen 
pues cada uno de sus elementos es aislado y considerado como antecedente 
de un elemento del Estado contemporáneo: la corona es la forma larvada de 
la soberanía estatal; las asambleas de estados, la anticipación de los 
parlamentos; los ayuntamientos, los antecedentes de la administración 
periférica delegada; los señoríos, el eterno elemento egoísta que el Estado 
debe dominar y subordinar al interés general". Antonio M. H E S P A N H A , 
Vísperas de Leviatán. Instituciones y poder político (Portugal, siglo XVII), 
Madrid, Taurus, 1 9 8 9 , p. 2 0 . 
1 4 Vid. la exposición general que sobre los planteamientos generales de 
esta corriente crítica y su génesis historiográfica realiza Antonio M. 
H E S P A N H A , Vísperas... 1 9 - 2 7 . Según explica este autor, la aplicación del 
paradigma del Estado liberal a los siglos anteriores tiene su origen en la 
historiografía decimonónica, enormemente condicionada por el positivismo 
estatalista. La crisis de esta doctrina en el ámbito jurídico merced a las 
críticas dirigidas contra este modelo por Heller, Schmitt, Hauriou, Duguit o 
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una misma cultura, la del derecho común, actuó de fundamento y 
arbitro de un orden jurídico ajeno a lo estatal12. En definitiva, lo que se 
denuncia por estos autores es la adopción de una perspectiva 
anacrónicamente "estatalista" en el estudio de las sociedades del 
Antiguo Régimen. Este desenfoque metodológico incide —según esta 
historiografía— en las interpretaciones que, desde la historia del 
derecho, de la política, de la economía y de la sociedad en general, se 
realizan de la Edad Moderna. La acusación de "presentismo" 
condensa, pues, la actitud adoptada por esta nueva historiografía 
frente a la otra, más tradicional, centrada en el estudio del Estado 
moderno a partir del Renacimiento1 3. 
A pesar del auge experimentado por este posicionamiento crítico 
en los últimos años, sus planteamientos no son del todo nuevos; 
entroncan de alguna manera, como expresamente se reconoce, con la 
obra de Orto Brunner y, en diferente medida, con los trabajos de Otto 
Hintze o de Gerhard Oestreich14. Según afirman los seguidores de esta 
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orientación, cada época histórica merece ser comprendida por sí 
misma, huyendo de cualquier interpretación teleológica que explique 
el pasado en función del presente. Frente al "paradigma continuista" 
se propone una historia de discontinuidades1 5. 
La formulación de estas tesis revisionistas no ha dejado de 
provocar reacciones adversas, muy particularmente en el seno de la 
historiografía jurídica. Quizá una de las más agudas críticas haya sido 
la realizada por Tomás y Valiente en una recensión, publicada dos 
años antes de su cobarde asesinato, de dos trabajos altamente 
representativos de esta nueva historiografía16. No sin antes reconocer 
los indudables méritos de las obras objeto de comentario, Tomás y 
Valiente criticaba la tendencia de Fernández Albaladejo, en su análisis 
de la promulgación de los Decretos de Nueva Planta, de "eliminar o 
reducir todo lo que parezca obedecer a la tendencia absolutista del 
poder real en cuanto núcleo o eje vertebrador de una primera y 
balbuciente etapa del proceso de formación del Estado". Para el que 
fuera uno de los más destacados historiadores del constitucionalismo 
español, resultaba ineludible, si se pretendía reconstruir la 
constitución histórica de la monarquía hispánica, dar razón de la 
tensión bipolar que, con mayor o menor frecuencia, presidió las 
relaciones entre el poder real y los derechos de los reinos, estamentos 
Santi Romano fue secundada en el campo historiográfico por Otto •Brunner, 
de una manera decisiva tras la segunda guerra mundial. Como ejemplo 
paradigmático de la recepción del historiador alemán en la más reciente 
historiografía se puede señalar el trabajo de José María P O R T I L L O V A L D É S , 
Monarquía y gobierno provincia: poder y constitución en las provincias 
vascas: (1760-1808), Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1991. 
1 5 Vid. la introducción de Francois-Xavier G U E R R A y Annick 
L E M P É R I É R E , a la obra coordinada por ellos, Los espacios..., especialmente 
las pp. 5-15; y en esta misma línea, José María P O R T I L L O V A L D É S , 
Monarquía...,, pp. 25-50 
1 6 Los trabajos recensionados eran de Pablo F E R N Á N D E Z A L B A L A D E J O , 
Fragmentos de monarquía, Madrid, Alianza Universidad, 1992, y de su 
discípulo José María P O R T I L L O V A L D É S , Monarquía y gobierno provincial: 
poder y constitución en las provincias vascas: (1760-1808), Madrid, Centro 
de Estudios Constitucionales, 1991. 
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1 7 Francisco T O M Á S Y V A L I E N T E , " D O S libros para una misma historia", en 
Anuario de Historia del Derecho Español, L X I I I - L X I V , 1 9 9 3 - 1 9 9 4 , 1 2 6 1 -
1 2 6 6 . 
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y demás corporaciones. No se trataba, ciertamente, de situar el 
conflicto rey-reino en el centro de la estructura constitucional y 
reelaborar ésta únicamente a partir de esta relación dialéctica, sino de 
no excluir del proceso de interpretación histórico-constitucional 
ninguna de las "tendencias concurrentes"1 7. En definitiva, se puede 
decir que Tomás y Valiente criticaba, sin expresarlo con estas 
palabras, la adopción de un paradigma "antiestatalista"; se incurriría 
así en el mismo error metodológico que se achacaba a la historiografía 
tradicional. 
3. Hermenéutica e historia del Estado 
Las profundas discrepancias que presenta el panorama 
historiográfico en el tema que nos ocupa ponen de manifiesto, entre 
otras cosas, la insuficiencia de los planteamientos positivistas que 
conciben el quehacer histórico como mera exposición, neutra y 
aséptica, de hechos y datos contenidos en las fuentes. Los desacuerdos 
en torno a los orígenes y evolución del Estado moderno no proceden, 
como resulta obvio, de la utilización por parte de unos y otros de 
fuentes distintas ni, muchos menos, de la insuficiencia de la 
información que se desprende de estas fuentes. El origen de la 
confrontación se sitúa en un nivel mucho más profundo, en el ámbito 
siempre problemático de la interpretación histórica. Parece lógico, 
pues, partir precisamente de la propia hermenéutica para intentar 
salvar o componer de alguna manera, si fuera posible, las diferencias 
que sintéticamente se han apuntado. 
La hermenéutica moderna ha puesto de manifiesto, entre otras 
cosas, el papel que la localización del investigador en la tradición 
histórica desempeña en la propia tarea interpretadora. Con expresiones 
como "precomprensión", "prejuicio", "conciencia de la determinación 
histórica", "actualidad del entender"..., no asimilables en todos los 
casos en cuanto derivan de concepciones filosóficas diferentes, la 
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hermenéutica ha resaltado la necesidad de no perder de vista los 
numerosos condicionamientos que consciente e inconscientemente 
influyen en la actividad cognoscitiva e interpretativa, en nuestro caso 
de la historia. 
En autores como Gadamer, fuertemente influidos por el 
existencialismo heideggeriano, la conciencia de la subjetividad e 
historicidad del intérprete se acentúa hasta el extremo de poner en 
peligro la alteridad real del objeto de interpretación, y convertir toda 
comprensión en un comprenderse a sí mismo. Esta "conciencia de la 
determinación histórica" entendida como una imposibilidad de 
sustraemos del devenir histórico, implica que "no nos evadimos del 
acontecer ni nos enfrentamos a él, con la consecuencia de convertir el 
pasado en objeto"1 8. Frente a este riesgo de relativismo historicista 
muy presente en las actuales tendencias historiográficas a través, por 
ejemplo, de la teoría del "giro lingüístico", resulta especialmente 
oportuno recordar las reglas o cánones interpretativos que otra gran 
figura de la hermenéutica moderna, al tiempo que reconocido jurista e 
historiador del derecho, Emilio Betti, propuso en su Teoria Generale 
della Interpretazione publicada por primera vez en 1955 1 9. 
Precisamente lo que Betti critica de las tesis de Gadamer es haber 
prescindido del valor real del objeto de la interpretación, de su 
autonomía y alteridad, y, como consecuencia de ello, no haber sabido 
establecer criterios diversificados de interpretación según la 
diversidad propia de sus objetos20. Para Betti, la subjetividad del 
1 8 Hans-Georg G A D A M E R , Verdad y Método, II, Salamanca, Ed. Sigúeme, 
1 9 9 2 , p. 1 4 1 . 
1 9 Manejo la edición de Giuffrè de 1 9 9 0 . 
2 0 Vid. el estudio introductivo de Gaspare M U R A a una antología de la 
obra de Emilio B E T T I , L'ermeneutica come metodica generale delle scienze 
dello spirito, Roma, Città Nuova, 1 9 8 7 , p. 3 1 . Como muy bien ha puesto de 
manifiesto Mura, las divergencias entre Gadamer y Betti derivan de los 
diferentes fundamentos gnoseológicos de que parten. Gadamer se sitúa en la 
gnoseologia trascendental adoptada por Heidegger, mientras que Betti parte 
de un realismo gnoseologico. Ibidem, p. 3 3 . En su Teoria Generalle della 
interpretazione, Betti aborda los diversos géneros de inteipretación posibles 
en las ciencias del espíritu. El criterio delimitador lógicamente es el objeto. 
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Distingue, así, la interpretación histórica, técnico-literaria, técnico-científica, 
técnico-jurídica con función histórica, técnico-sociológica, técnico-
económica, reproductiva, traductora, dramática, musical, jurídica con función 
normativa, teológica y, por último, psicológica. Sobre la hermenéutica de 
Betti, a partir de sus diferencias con Gadamer, vid. Alessandro A R G I R O F F I , 
Valori, prassi, ermeneutica. Emilio Betti a confronto con Nicolai Hartmann e 
Hans Georg Gadamer, Turili, G. Giappichelli Ed., 1994. 
2 1 La hermenéutica de Betti y, especialmente, la defensa que realizó en su 
momento del empleo de la dogmática moderna en el estudio del derecho 
romano ha sido objeto tanto de críticas como de aprobaciones y elogios. Por 
nuestra parte, consideramos acertados con carácter general los 
planteamientos defendidos por el jurista italiano en su teoría general de la 
interpretación, como resulta patente por el empleo que hacemos de ellos en 
este trabajo. Sin embargo, sus tesis sobre la utilización de la dogmática 
moderna en el estudio de experiencias jurídicas distintas y, en concreto, en el 
derecho romano, quizá resulten, en algunos aspectos, más discutibles, aunque 
no es éste el lugar para extendernos sobre ello. Vid. Emilio B E T T I , "Diritto 
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conocimiento no es obstáculo, sino condición, de objetividad en la 
interpretación histórica. Aquí radica posiblemente uno de los 
principales méritos de la aportación de Betti a la hermenéutica 
histórica. Su postura se aleja tanto del ingenuo realismo-naturalista de 
quienes pretenden aprehender directamente la realidad histórica, sin 
mediación alguna de la subjetividad del intérprete, como si éste se 
hallase fuera del tiempo y del espacio, como de los subjetivismos 
historicistas que niegan (sólo en la teoría) la posibilidad de un 
conocimiento histórico real, que traspase las fronteras de la propia 
conciencia, eliminando con ello cualquier posibilidad de existencia de 
la historia como ciencia del espíritu. El único criterio de validez que 
quedaría entonces para juzgar el trabajo histórico sería la coherencia 
interna del discurso o la belleza literaria de la narración histórica: ya 
no habría más historia, sólo literatura. 
Los cánones hermenéuticos propuestos por Betti pueden sernos de 
una gran utilidad en el análisis del tema que nos ocupa, el nacimiento 
y naturaleza del Estado moderno o, más concretamente, la legitimidad 
y oportunidad de aplicar el concepto de Estado a las fonnaciones 
políticas anteriores a las revoluciones liberales21. 
56 Rafael García Pérez 
Betti establece dos cánones interpretativos en relación con el 
objeto, que denomina canon de la "autonomía hermenéutica del 
objeto" o de la "inmanencia del criterio hermenéutico", y canon de la 
"coherencia" o "totalidad". Los otros dos cánones se refieren al sujeto 
y son el canon de la "actualidad del comprender" y el canon de la 
"consonancia hermenéutica". Vamos a comenzar por los cánones 
referidos al sujeto, centrándonos en el primero de ellos, pues el 
contenido del segundo, por su propia definición se resiste a una 
explicitación externa. Una vez asumidos los prejuicios que informan 
la interpretación del Estado en su dimensión histórica, pasaremos a 
analizar los otros dos cánones. Para ello, y como campo de 
experimentación concreto desde el que poder acceder a conclusiones 
más generales, en la segunda parte del trabajo centraremos la atención 
en la realidad política e institucional del reino de Navarra, dentro de la 
monarquía hispánica, durante el siglo XVIII 
3.1. La "actualidad del comprender". Los "prejuicios" en torno al 
concepto de Estado. 
La finalidad de este canon hermenéutico no es otra que tomar 
conciencia de las categorías culturales en sentido amplio (jurídicas, 
políticas, religiosas...) a partir de las cuales actúa el propio sujeto en la 
interpretación de un objeto concreto, en nuestro caso el Estado en su 
formación histórica22. Se trata, por tanto, de actualizar la propia 
romano e dogmatica odierna", en Emilio B E T T I , Diritto, metodo, 
ermeneutica. Scritti scelti (edición de Giuliano Crifò), Milán, Giuffrè, 1991, 
págs. 59-133. Una buena muestra de las reacciones suscitadas por la obra de 
Betti en el ámbito de la ciencia jurídica se puede ver en el número 
monográfico dedicado a este autor de los Quaderni fiorentini per la storia del 
pensiero giuridico moderno, 1, 1978. Y más recientemente, Vittorio FROSINI 
y Francesco RlCCOBONO (ed.), L'ermeneutica giuridica di Emilio Betti, 
Milán, Giuffrè, 1994. 
2 2 En palabras de Betti el intérprete debe "ripercorrere in se stesso il 
processo genetico, e così a ricostruire dal di dentro e a risolvere ogni volta 
nella propria attualità un pensiero, un'esperienza di vita, che appartiene al 
passato, vale a dire, ad immetterlo come fatto di esperienza propria, 
attraverso una specie di trasposizione, nel circolo della propria vita spirituale, 
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in virtù della stessa sintesi con cui lo riconosce e ricostruisce". Emilio B E T T I , 
Teoria generale... I, p. 134. 
2 3 Hans-Georg G A D A M E R , Verdad y Método..., p. 369. 
2 4 Hespanha parte precisamente de las nociones de "precomprensión", 
"episteme" o "paradigma", acuñadas por lo que denomina moderna teoria de 
los saberes, para explicar lo que —desde su punto de vista— constituye una 
aplicación retrospectiva de la noción de Estado a organizaciones sociales 
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conciencia interpretativa; operación que viene exigida por la inserción 
del sujeto en una tradición histórica desde la cual debe abordar el 
trabajo de comprender el pasado, elogios 
El historiador no puede perder de vista que todo lo que recibe de 
las mentes históricas, del tipo que sean, pasa a formar parte de su 
mundo interior de representaciones y conceptos. Por ello, —como 
precisa Betti— aunque la interpretación va dirigida a comprender el 
sentido propio de la objetivación de otro espíritu, respetando la 
alteridad y autonomía del objeto, no es posible captar aquel sentido de 
una manera directa e inmediata, sino a partir de la reconstrucción que 
el intérprete realiza en su interior utilizando de una manera espontánea 
sus propias concepciones, su especial sensibilidad e inteligencia. Entre 
otras cosas, este canon permite evitar la trasposición sin precaución 
alguna de nuestras categorías actuales de pensamiento a objetos que 
no pueden ser aprehendidos a partir de ellas, debido a causas del tipo 
que sean (diferencia de cultura, variaciones sustanciales del 
significado de una palabra en el tiempo...). Como señala Gadamer, 
desde el momento en que los hacemos patentes, los prejuicios quedan 
de alguna manera suspendidos, y nos hallamos en condiciones de 
discriminar los que facilitan la comprensión de los que la 
distorsionan23. 
Si bien estos prejuicios son personales, de cada intérprete en 
particular, parece legítimo hablar de una cierta precomprensión social 
del problema en la medida en que el historiador vive inmerso en una 
sociedad determinada, localizada en el tiempo y en el espacio. La 
determinación de aquellos es tarea insustituible de cada uno, pero la 
de los prejuicios sociales puede ser abordada por cualquiera2 4. Parece 
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oportuno, pues, poner en evidencia los prejuicios de los que el 
historiador actual, sea jurista o no, parte al estudiar el Estado en su 
dimensión histórica. Una vez realizada esta operación estaremos en 
condiciones de adelantar algunas conclusiones acerca de la idoneidad 
interpretativa de la noción de Estado en la comprensión del orden 
político y jurídico propio de las sociedades del Antiguo Régimen. 
La vía más adecuada para acceder a la potente carga semántica que 
el concepto de Estado arrastra sea posiblemente la histórica, a través 
de la reconstrucción genealógica de la moderna noción de Estado. Sin 
embargo, esta tarea, que nos conduciría hasta los siglos 
bajomedievales, excede el reducido margen de este trabajo y, además, 
existe sobre ello una abundante bibliografía. A pesar de todo, parece 
necesario recordar algunas ideas que, aun siendo sobradamente 
conocidas, nos permitan justificar y comprender la densidad de 
significado que el término-concepto de Estado ha alcanzado en 
nuestros días como fruto de este proceso histórico. 
La formación ideológica e institucional del Estado (con 
mayúscula) aparece generalmente ligada a esa revolución cultural y 
antropológica conocida con el nombre de modernidad2 5. Desde este 
punto de vista, el Estado moderno puede ser concebido como la 
plasmación en el plano político-institucional de los postulados propios 
del pensamiento moderno, ya sea éste jurídico, económico, 
preestatales; operación que sitúa en el centro de sus críticas. Vid. Antonio M. 
H E S P A N H A , Vísperas... p. 19 . 
2 5 Como señala Cruz Prados, "el Estado es la obra política del 
racionalismo moderno, que busca dotar a lo político de la simplicidad, 
claridad y homogeneidad propias de lo geométrico. Concentración y unicidad 
del poder; uniformización de su modo de acción y del campo sobre el que 
ésta se despliega; y perfecta separación y delimitación de este ámbito, gracias 
a la disolución de toda ecumene y a la atomización de la unidad política" 
constituyen —a juicio de este autor— los rasgos definitorios del Estado. Vid. 
Alfredo CRUZ P R A D O S , Ethos y Polis. Bases para una reconstrucción de la 
filosofía política, Pamplona, Eunsa, 1 9 9 9 , p. 4 6 . 
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2 6 Quizá la manera más eficaz de captar la especificidad y novedad de la 
modernidad política sea contrastarla con el modelo frente al cual ésta se 
construyó, esto es, el orden jurídico y político medieval. Vid. para esto, Paolo 
G R O S S I , "Modernità politica e ordine giuridico", en G R O S S I , Paolo, 
Assolutismo giuridico e diritto privato, Milán, Giuffré, 1998, 443-469. Vid. 
con carácter previo, de este mismo autor, El orden jurídico medieval, Madrid, 
Marcial Pons, 1996. 
2 7 Como he señalado anteriormente, la bibliografía sobre cada una de estas 
cuestiones es amplísima. A título meramente orientativo cabe citar algunas 
obras de planteamiento general: Daniel I N N E R A R I T Y , Dialéctica de la 
modernidad, Madrid, Rialp, 1990, esp. pp. 13-72. Sobre la conexión entre el 
nominalismo del siglo XIV y la filosofía política moderna, con análisis de las 
tesis formuladas por algunos de los autores citados vid. André de M U R A L T , 
Alfred D U F O U R , Robert D E R A T H E , y Alexis P H I L O N E N K O , Souveraineté et 
pouvoir, Genève-Lausanne-Neuchàtel, Cahier de la Revue de Théologie et de 
Philosophie, 1978; Norberto B O B B I O y Michelangelo B O V E R O , Sociedad y 
Estado en la filosofia moderna. El modelo iusnaturalista y el modelo 
hegeliano-marxista, México, Fondo de Cultura Económica, 1996; Zbigniew 
A. P E L C Z Y N S K I , "La concepción hegeliana del Estado", en Gabriel 
A M E N G U A L C O L L , (coord.), Estudios sobre la filosofia del Derecho de Hegel, 
Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1989, 249-281, y, en este 
mismo volumen, Manfred R I E D E L , "El concepto de la 'sociedad civil' en 
Hegel y el problema de su origen histórico", pp. 195-222; Maurizio 
F I O R A V A N T I , "Stato", en Enciclopedia del Diritto, XLIII, Milán, Giuffrè, 
1990, pp. 708-758; Maurizio FIORAVANTI, Constitución. De la Antigüedad a 
nuestros días, Madrid, Trotta, 2001, pp. 134ss; Maurizio FIORAVANTI, Los 
derechos fundamentales. Apuntes de historia de las Constituciones, Madrid, 
Ed. Trotta, 1996, esp. pp. 97-125. Para una exposición más detallada de la 
construcción jurídica del Estado de Derecho en Alemania, vid. Pietro COSTA, 
Civitas. Storia della cittadinanza in Europa. II. L'età delle Rivoluzioni 
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sociológico, historiográfico o estrictamente político2 6. Por ello, 
cualquier intento de indagación acerca de la genealogía del concepto 
de Estado nos remitiría, entre otras cosas, al estudio del 
iusnaturalismo racionalista, de la filosofía hegeliana y marxista sobre 
el Estado y la sociedad civil, de las construcciones de la dogmática 
jurídica alemana del siglo XIX sobre el Estado de Derecho o de la 
sociología weberiana con su clasificación triadica de los modelos 
históricos de dominio2 7. 
60 Rafael García Pérez 
Las formulaciones que desde estos ámbitos se han realizado en los 
últimos dos siglos siguen pesando todavía hoy a la hora de concebir el 
Estado y su relación con la sociedad. Así, por lo que se refiere al 
campo del derecho, no hace mucho un reconocido constitucionalista 
ponía de relieve la buena salud que todavía mantienen las grandes 
construcciones sobre el Estado realizadas por la ciencia jurídica 
europea (principalmente alemana, aunque no sólo) en el siglo XIX y 
comienzos del XX. Desde entonces, reconocía Manuel Aragón, "ha 
habido, sí, brillantes trabajos sectoriales (...), pero no construcciones 
teóricas generales capaces de sustituir a las que formularon Kelsen, 
Heller, Schmitt, Hauriou, Santi Romano o Carré, de cuyas doctrinas 
—concluía— aún vivimos intelectualmente, incluso para criticarlas"2 8. 
Como consecuencia de este proceso fecundo de formación teórica 
e institucional, especialmente intenso durante los siglos XIX y XX, el 
término-concepto "Estado" aparece ligado en el imaginario actual a 
una serie de notas distintivas que conviene tener presente a la hora de 
valorar la oportunidad de su utilización en el quehacer historiográfico. 
Así, y a título meramente aproximativo, se puede afirmar que el 
Estado remite a la idea de estructura jurídica impersonal, 
monopolizadora del poder político, y dotada de una Administración 
racional y burocratizada —el Estado en acción— capaz de imponer su 
voluntad a los particulares en cuanto dirigida a la satisfacción del 
interés general. El Estado monopoliza también el poder jurídico, ya 
sea promulgando leyes para todo el territorio nacional través de los 
órganos legislativos, ejecutándolas por medio de la Administración, o 
asegurando su cumplimiento mediante los tribunales de justicia. La 
unidad del Estado implica la unidad de su ordenamiento jurídico, lo 
cual se traduce, entre otras cosas, en la centralidad de los códigos 
( 1 7 8 9 - 1 8 4 8 ) , Roma-Bari, Ed. Laterza, 2 0 0 0 , pp. 4 4 7 - 4 9 6 ; y III. La civilità 
liberale, Roma-Bari, Ed. Laterza, 2 0 0 1 , 1 3 7 - 2 3 8 ; Maurizio F I O R A V A N T I , La 
scienza del diritto pubblico. Dottrine dello Stato e della Costituzione tra Otto 
e Novecento, I, Milán, Giuffrè, 2 0 0 0 ; y, Michael S T O L L E I S , Public law in 
Germany, 1800-1914, New York, Berghahn Books, 2 0 0 0 . 
2 8 Manuel A R A G Ó N , Constitución y Democracia, Madrid, Tecnos, 1 9 8 9 , 
1 5 - 1 6 . 
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2 9 Y ello a pesar de encontrarnos ya en la denominada época de la 
decodificación. 
3 0 Vid. Pío CARONI, Lecciones catalanas sobre la historia de la 
codificación, Madrid, Marcial Pons, 1996, pp. 54-60, que no duda en calificar 
la codificación de "fruto del estatalismo", es decir, "del dilatarse del poder 
estatal hasta absorber también la creación del derecho". Ibídem, p. 56. 
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dentro del sistema de fuentes29. En este sentido, merece la pena 
recordar que el movimiento codificador del siglo XIX surgió como 
fruto maduro del pensamiento racionalista y del monopolio que el 
Estado se arrogó sobre el derecho. Si el epicentro del "sistema de 
fuentes" de los siglos medievales y modernos, hasta finales del siglo 
XVIII, se había situado en el derecho común romano-canónico, la 
aparición de un poder estatal capaz de poner el derecho a su servicio 
se tradujo en la traslación de aquel epicentro a los códigos, concebidos 
como sistemas de leyes racionales y completos3 0. A un derecho 
jurisprudencial siguió un derecho estatal capaz de realizar el ideal 
científico propio de la modernidad. Los juristas debían quedar 
relegados a la condición de exégetas del código o, en el caso de los 
jueces, a meros aplicadores de la ley. 
Como reflejo de estas imágenes del Estado aparece, en una esfera 
conceptualmente separada, la sociedad, esencialmente despolitizada e 
integrada por individuos que, de manera aislada o asociados entre 
ellos, ejercen sus derechos y satisfacen sus intereses particulares bajo 
la protección del Estado. Éste absorbe en sí mismo lo público, que se 
concibe por oposición irreductible a lo privado, en manos de los 
particulares, inmersos en la sociedad civil e incapaces en cuanto tales 
de trascender con su actuación los límites marcados por sus intereses 
personales. Por ello, la actividad política y la producción del derecho 
corresponden en exclusiva al Estado. 
Como resulta obvio, se trata de imágenes, de "prejuicios" más o 
menos presentes en el imaginario colectivo y, en cuanto tales, 
esencialmente simplificadoras de la realidad. Pero no por ello dejan de 
ejercer una influencia, también real, en nuestra percepción del Estado 
y, en este sentido, pueden condicionar nuestra representación de la 
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realidad política e institucional de las sociedades a las cuales 
apliquemos este término-concepto. 
Llegados a este punto cabe plantearse la cuestión que ha centrado 
parte del debate sobre el Estado: ¿la utilización de esta categoría 
favorece o, por el contrario, impide la comprensión histórica del 
Antiguo Régimen? O, formulado de otra manera, y ciñéndonos a 
nuestro caso ¿el orden social, político y jurídico de la monarquía 
hispánica respondía a los parámetros propios del Estado en cuanto 
expresión institucional de la modernidad política? Para resolver estas 
cuestiones o, al menos, aportar algunos elementos de juicio que nos 
permitan avanzar en su resolución vamos a servimos de los otros dos 
cánones interpretativos formulados por Betti. 
3.2. Los cánones relativos al objeto: su autonomía y coherencia. 
De acuerdo con la hermenéutica de Betti, el objeto de la 
interpretación, en nuestro caso histórica, debe ser comprendido 
conforme a sus propias leyes de fonnación, en el contexto en el que se 
sitúa, y según su necesidad interior de coherencia y racionalidad. Es el 
canon de la mens dicentis: "Sensus non est inferendus, sed 
efferendus". El historiador debe dejar hablar al objeto, respetar su 
autonomía y descubrir su propio sentido. Por otra parte, el objeto debe 
ser comprendido desde su relación con el todo del que forma parte, de 
manera que uno y otro se iluminen recíprocamente, en un ir y venir 
del todo a la parte, y viceversa, que conduzca a enriquecer cada vez 
más el proceso interpretativo31. 
En nuestro caso, el objeto de interpretación es la realidad política 
del Antiguo Régimen y, en concreto, la incidencia que la concepción 
de lo político propugnada por el pensamiento moderno tuvo en la 
configuración político-institucional de la monarquía hispánica. En 
definitiva, se trata de ubicar en su contexto histórico-cultural el 
surgimiento, progresivo o violento —eso todavía no lo sabemos—, del 
Estado (en cuanto tal, moderno). 
3 1 Emilio B E T T I , Teoria Generale..., pp. 3 0 4 - 3 1 4 . 
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3 2 No pretendo realizar un estudio, ni siquiera parcial, de las relaciones 
entre las instituciones representativas del reino y la Corte, sino asomarme 
desde este ángulo a los principios que regían la configuración y 
funcionamiento institucional de la monarquía hispánica. Por otra parte, la 
adopción de este enfoque particular no me impedirá acudir a otros referentes 
para completar el cuadro, aun cuando el resultado final será necesariamente 
incompleto y susceptible de numerosas matizaciones y precisiones. 
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Abordar desde una perspectiva general esta empresa excede 
nuestras posibilidades actuales. Por ello, como ya hemos adelantado, 
vamos a intentar aproximamos al tema desde un prisma particular, aun 
cuando los resultados a los que lleguemos sean necesariamente 
parciales (lo serían en cualquier caso). Vamos a situamos en uno de 
los cuerpos de la monarquía, el reino de Navarra, con la intención de 
penetrar en la lógica interna de aquel orden político, sirviéndonos para 
ello de algunos de los conflictos que marcaron las relaciones entre las 
autoridades navarras y la Corte a lo largo del siglo XVIII 3 2. 
Conviene recordar, en primer lugar, algunos rasgos de la estructura 
político-social que presentaba el reino de Navarra en este tiempo, 
remontándonos para ello a la época de su unión a Castilla. Como es 
sabido, ésta se realizó "guardando los ñieros y costumbres del dicho 
reino", como rezaba el acta de incorporación aprobada en las Cortes 
de Burgos de 1515. Navarra mantuvo su condición de reino separado, 
y los reyes castellanos aceptaron la vinculación de su potestad 
ordinaria al derecho navarro. Sin embargo, a lo largo de los siglos 
XVI, XVII y, muy especialmente, en la segunda mitad del XVIII, el 
debate en tomo al título de incorporación y, sobre todo, al fundamento 
jurídico de sus fueros y libertades, enfrentó a las autoridades del reino 
con algunos de los ministros del rey. 
La situación estratégica de Navarra y las pretensiones de los reyes 
de la Baja Navarra, y luego franceses, al trono (tras la unión de las 
Coronas de Francia y Navarra en la cabeza de Enrique III de Navarra 
y IV de Francia) fueron dos factores importantes que conviene no 
perder de vista a la hora de interpretar la actitud prudente y, en general 
respetuosa, de los reyes castellanos respecto del derecho propio de 
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Navarra. Con esto no se pretende negar la existencia de tensiones, e 
incluso de enfrentamientos, entre las Cortes o la Diputación navarras y 
la Corona en algunos períodos concretos, pero no ñie ésta la tónica 
general durante los siglos XVI y XVII. De hecho, a lo largo de estos 
siglos el reino de Navarra consolidó e incluso amplió sus propias 
instituciones de gobierno y los mecanismos de preservación de sus 
privilegios y libertades. Prueba de ello es la creación en 1576 de la 
Diputación del reino, que tanto protagonismo tendría en la recreación 
y preservación del régimen jurídico de Navarra3 3; el reconocimiento, 
en las Cortes de ese mismo año, del derecho romano-canónico como 
derecho supletorio del reino, frente al castellano; la implantación de la 
sobrecarta, que debía conceder el Consejo del reino previa audiencia a 
la Diputación3 4; o la aceptación por parte de la Corona del carácter 
pactado del servicio pecuniario o del carácter voluntario de la 
contribución de los soldados navarros a las empresas militares de la 
monarquía3 5. Por otra parte, la participación del reino (de sus 
estamentos privilegiados) en el gobierno de Navarra a través de las 
Cortes ñie bastante notable, como demuestra la actividad desplegada 
por los tres brazos en las distintas convocatorias, plasmada 
principalmente en las actas y cuadernos de Cortes36. 
3 3 Vid. Joaquín S A L C E D O Izu, La Diputación del reino de Navarra, 
Pamplona, Eunsa, 1969; y, de este mismo autor, Atribuciones de la 
Diputación del reino de Navaira, Pamplona, Diputación Foral de Navarra, 
1971. 
3 4 Vid. Joaquín S A L C E D O Izu, "Historia del derecho de sobrecarta en 
Navarra", en Príncipe de Viana, XXX, 1969, pp. 255-263. 
3 5 Vid. Alfredo F L O R I S T A N I M I Z C O Z , "Le rétablissement d'un royaume 
pyrénéen: La Navarre, 1642-1726", en Michel B R U N E T , Serge B R U N E T y 
Claudine P A I L H E S (dirs.), Pays pyrénéens et pouvoirs centraux, XVT-XX* 
siècles, II, Ariège, Association des Amis des Archives de l'Ariège, 1993, pp. 
91-100. 
3 6 Vid. Valentín V Á Z Q U E Z D E P R A D A (dir.), Jesús María U S U N Á R I Z 
G A R A Y O A (coord.), Las Cortes de Navarra desde su incorporación a la 
Corona de Castilla: tres siglos de actividad legislativa (1513-1829), 
Pamplona, Eunsa, 1993; María Puy H U I C I G O Ñ I , Las Cortes de Navarra 
durante la Edad Moderna, Madrid, Rialp, 1963. Frente a cierta historiografía 
que destaca la conservación en Navarra durante la Edad Moderna de los 
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fueros y privilegios medievales, Floristán ha puesto de relieve la renovación 
jurídica e institucional que el reino Navarra experimentó durante estos tres 
siglos. Vid. Alfredo F L O R I S T Á N I M Í Z C O Z , La monarquía española y el 
gobierno del reino de Navarra, 1512-1808, Pamplona, Gobierno de Navarra, 
1991, pp. 11-12. 
3 7 Vid. Jesús María U S U N Á R I Z G A R A Y O A , "La política de incorporación de 
señoríos a la Corona de Navarra de la Edad Moderna", en Studia Storica. 
Historia Moderna, n° 17, 1997, pp. 158-162. Para un planteamiento más 
general de la organización administrativa territorial de Navarra en la Edad 
Moderna, vid. Jesús María U S U N Á R I Z G A R A Y O A , "Las instituciones del reino 
de Navarra durante la Edad Moderna", en Revista Internacional de Estudios 
Vascos, 46-2, 2001, pp. 727-733, y la bibliografía allí citada. 
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El reino se organizaba internamente a partir de una pluralidad de 
estructuras político-administrativas, heredadas de los siglos 
medievales. Así, desde el siglo XIII el territorio navarro peninsular se 
hallaba dividido en cinco merindades (la de Ultrapuertos quedó bajo 
la dominación de los Albret tras la conquista castellana de Navarra). 
En la Edad Moderna esta división cumplía funciones esencialmente 
fiscales. El merino había pasado a ser un cargo de carácter más bien 
honorífico, aunque conservó sus funciones militares, especialmente la 
dirección del alistamiento de soldados. Existían, además, otras 
estiucturas de organización político-social de alcance territorial 
menor, como los valles, las cendeas, las villas o los lugares. Por otra 
parte, un porcentaje variable de las tierras de las distintas merindades 
se hallaba bajo régimen señorial. En las postrimerías del Antiguo 
Régimen, aproximadamente un 20% del territorio navarro y un 17% 
de la población dependía de la jurisdicción señorial. Los grandes 
señores de Navarra, con residencia habitual en la Corte, eran el duque 
de Alba y el marqués de Falces: ambos acaparaban el 47% de las 
tierras de señorío". 
Como resulta fácil de deducir, la gestión de lo público en Navarra, 
como en los demás reinos europeos del Antiguo Régimen, no 
dependía principalmente de la administración real, sino de estas 
jurisdicciones regnícolas de naturaleza y extensión muy diversa. 
Tampoco aquellas cuestiones más íntimamente relacionadas con los 
"intereses del Estado", como eran las hacendísticas y militares se 
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hallaban gestionadas íntegramente por las autoridades reales. Muy al 
contrario, también en estos asuntos la participación de las autoridades 
locales, especialmente de los pueblos y de las montañas, resultaba 
imprescindible. 
A finales del siglo XVII, próximo ya el cambio de dinastía, la 
fisonomía que presentaba la monarquía hispánica era propiamente la 
de una "monarquía compuesta" de reinos, principados, ducados, 
provincias..., integrados a su vez por una multitud pluriforme de 
corpora de distinta naturaleza, unos territoriales, como hemos visto 
para Navarra, y otros de carácter funcional, como gremios, cofradías o 
consulados. Cada uno de estos cuerpos gozaba de un derecho propio, 
de unas libertades y privilegios, acomodado a sus necesidades, es 
decir, al papel que desempeñaban en el entramado corporativo de la 
monarquía. En la base de la estructura social, como núcleo irreducible 
y fundacional de este orden corporativo, se encontraba la familia. 
La constitución corporativa y estamental de las sociedades del 
Antiguo Régimen no sólo no contradecía el poder absoluto del rey 
sino que en buena medida lo hacía posible. Es más, como ha puesto de 
relieve en los últimos años la historiografía dedicada al estudio de las 
instituciones político-administrativas de la Edad Moderna, se puede 
hablar de una cierta complicidad entre la "monarquía administrativa", 
deudora de las doctrinas absolutistas, y la sociedad corporativa, en la 
medida en que aquélla se servía de la red de estados y comunidades de 
todo tipo para mantener el orden social y recabar los recursos 
materiales que permitían consolidar su poder hacia el interior y 
defenderlo hacia el exterior38. La misma lógica tradicional obligaba al 
monarca a aumentar sus ingresos a cambio de conceder privilegios, lo 
cual condujo a la larga a un callejón sin salida. Se trataba ciertamente 
de una contradicción interna del absolutismo monárquico que tarde o 
temprano acabaría por minar los fundamentos del propio sistema. El 
proceso de acrecentamiento del poder del rey, denominado un tanto 
3 8 Vid. Stefano M A N N O N I , Une et indivisible. Storia dell'accentramento 
amministrativo in Francia, I , Milán, Giuffrè, 1994, pp. 3-35, y la bibliografía 
citada en la p. 4, n. 3. 
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3 9 Vid. Ismael S Á N C H E Z B E L L A , "El regalismo borbónico durante el 
Setecientos", en V V . A A . , El Estado Español en su dimensión histórica, 
Barcelona, Promociones Publicaciones Universitarias, 1984, pp.. 175-200; y 
más recientemente, Antonio M E S T R E S A N C H Í S , "Nueva dinastía e Iglesia 
nacional", en Pablo F E R N Á N D E Z A L B A L A D E J O (ed.), Los Borbones. Dinastía 
y memoria de nación en la España del siglo XVIII, Madrid, Marcial Pons, 
2001, 549-567. 
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impropiamente centralización política, que caracteriza la dinámica 
interna de las monarquías europeas a lo largo de los siglos XVII y 
XVIII, implicaba a la postre una invasión por parte de la 
administración real de espacios públicos ocupados por las distintas 
corporaciones del reino o, en el mejor de los casos, el recorte de su 
autonomía. Sin embargo, esta política de concentración del poder en 
la figura del soberano tenía un límite constitucional, pues la 
legitimidad del rey hallaba su fundamento precisamente en este orden 
corporativo tradicional, cuya conservación justificaba en último 
término sus regalías y su poder preeminencial. El rey no podía 
prescindir, sin poner en serio peligro su propia corona, de la lógica 
jurisdiccional del sistema que ligaba sus actos a las exigencias de 
justicia derivadas de un orden jurídico y social objetivo, anclado en la 
historia, no constituido por ningún poder constituyente y, por tanto, 
indisponible en sus elementos esenciales. 
Los únicos elementos comunes de la monarquía católica, capaces 
de dotar de una cierta unidad a este entramado de relaciones, eran el 
rey (monarquía) y la religión (católica), aun cuando ésta trascendiera, 
desde muchos puntos de vista, los límites propios de la monarquía. Su 
misma naturaleza católica implicaba una relación ambivalente con la 
Iglesia romana; por un lado de dependencia moral, nada despreciable 
en cuanto límite de la soberanía real y, por otro, de 
instrumentalización de ese poder espiritual al servicio de intereses 
temporales. A lo largo de la Edad Moderna, la balanza se iría 
desequilibrando cada vez más hacia este lado, alcanzando su cénit con 
el regalismo borbónico del siglo XVIII 3 9. 
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En la monarquía hispánica existía, sí, un derecho común, que no 
era español (todavía no había nacido), ni siquiera castellano (a pesar 
de su creciente expansión), sino romano-canónico, denominado 
común desde tiempos medievales por serlo de todo el occidente 
cristiano. A pesar de haber perdido la vitalidad que tuvo en otros 
siglos, este derecho era todavía el único que se estudiaba en las 
Universidades a finales del siglo XVII y, a través de los juristas, 
seguía estando presente en la vida de los reinos. Aquí convivía con 
otro derecho, el propio de cada reino, al que alimentaba con su 
sabiduría antigua, pero ante quien iba perdiendo, de manera 
progresiva e irreversible, el protagonismo de otro tiempo. 
En estos años tampoco existía en la monarquía católica, universal, 
un ejército común, ni una hacienda y un régimen fiscal común (no lo 
había siquiera dentro de cada reino, donde confluían, al menos, la 
hacienda real y la propia del reino), ni un espacio económico común, 
ni unas instituciones de gobierno y justicia comunes, aun cuando en el 
siglo que terminaba se hubieran experimentado algunos intentos en 
esta dirección. 
En la Corte, la constitución plural de la monarquía se traducía en la 
estructura polisinodial que rodeaba al monarca y permitía una 
multiplicación de su persona. Cada territorio tenía su Consejo: 
Castilla, Aragón, Italia, Flandes, Indias y Navarra. La incorporación 
de Portugal en 1580 había exigido la instauración de otro Consejo, 
aunque la pérdida de aquel reino provocado también la de éste. Junto a 
estos, trabajan otros Consejos, cuya jurisdicción se extendía sobre 
toda la monarquía, reforzando la unidad del conjunto: Estado, 
Hacienda, Guerra, Inquisición, Ordenes... La maquinaria era 
demasiado compleja y lenta, la observancia del derecho lo exigía, por 
lo que no fueron pocas las veces que se arbitraron otros mecanismos 
institucionales capaces de dotar al gobierno de una mayor agilidad. Se 
creó la Secretaría del Despacho Universal y se constituyeron Juntas de 
gobierno para la resolución de cuestiones delicadas, relacionadas las 
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4 0 Vid. José Antonio E S C U D E R O , LOS secretarios de estado y del 
despacho: (1474-1724), Madrid, Instituto de Estudios Administrativos, 1969; 
y Juan Francisco B A L T A R R O D R Í G U E Z , Las Juntas de Gobierno en la 
monarquía hispánica (siglos XVI-XVII), Madrid, Centro de Estudios Políticos 
y Constitucionales, 1998. 
4 1 Vid. José Antonio E S C U D E R O , LOS orígenes del Consejo de Ministros: 
la Junta Suprema de Estado, Madrid, Ed. Complutense (2 a ed.), 2001. 
4 2 A pesar de esta expresión, no existió en el Antiguo Régimen una 
administración en el sentido moderno de la expresión. Hasta las revoluciones 
liberales no resulta posible hablar de una "función administrativa" en sentido 
estricto, desligada de la jurisdiccional. El ejercicio de cualquier acto de 
imperium exigía la intervención de una potestad jurisdiccional. Como señala 
Betancor Rodríguez, siguiendo a Giannini, "el acto administrativo en sentido 
formal es una creación del régimen administrativo nacido de las 
Revoluciones burguesas, porque es el resultado del encuentro de tres 
principios inspiradores del Estado liberal de Derecho: la división de poderes, 
legalidad de la actuación administrativa e impugnabilidad de la misma por 
los ciudadanos". Andrés B E T A N C O R R O D R Í G U E Z , El acto ejecutivo, Madrid, 
Centro de Estudios Constitucionales, 1992, p. 41. Para una visión más amplia 
y profunda de la cuestión vid. Lucca M A N N O R I , "Per una 'preistoria' de la 
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más de las veces con la guerra y la hacienda, es decir, con aquellas 
materias que afectan de manera más directa a las materias de Estado 4 0. 
La llegada al trono de un rey francés no dejó de tener 
consecuencias en la configuración institucional de la monarquía, 
aunque algunas de las reformas introducidas por Felipe V habían sido 
ya intentadas, o iniciadas, en la centuria anterior. Posiblemente la 
medida que mayor trascendencia tendría en la estructuración de la 
administración real fue la instauración de las Secretarías de Estado y 
del Despacho a partir de 1705 y, con ellas, el desarrollo de la vía 
reservada como cauce de tramitación preferente de determinados 
asuntos en vía gubernativa, especialmente de aquellos relacionados 
con la hacienda y con la guerra4 1. Junto a las nuevas Secretarías, los 
Borbones implantaron en la península el sistema de las intendencias, 
que en la segunda mitad del siglo XVIII se extendería a América. Se 
avanzaba de esta manera en la consolidación de lo que un sector de la 
historiografía ha denominado la "monarquía administrativa"4 2, a través 
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de la cual la actuación del aparato real iba ganando nuevos espacios 
de acción y sorteando o, al menos, minimizando las trabas que la 
concepción jurisdiccional del poder, todavía en vigor, imponía a su 
política de engrandecimiento y expansión4 3. Ciertamente, la monarquía 
podía servirse de las posibilidades que ofrecía el propio sistema, como 
la apelación a la utilidad pública, para desvincularse de las libertades 
y privilegios de los distintos reinos pero, además de carecer de los 
medios coactivos necesarios para imponer su voluntad y mantenerla 
contra las autoridades y élites locales, la adopción de una política de 
enffentamiento era sumamente arriesgada y no beneficiaba a nadie 4 4. 
A esto se unían otros factores no menos determinantes en la 
orientación de la política real, como la observancia debida a las 
exigencias de la religión y la moral que, entre otras cosas, implicaba el 
cumplimiento de los juramentos y de los pactos suscritos con sus 
subditos, y la protección y respeto de los derechos adquiridos. 
funzione amministrativa: cultura giuridica e attività dei pubblici apparati 
nell'età del tardo diritto comune", en Quaderni fiorentini per la storia del 
pensiero giuridico moderno, 19, 1990, pp. 323-504. 
4 3 Junto a estas innovaciones institucionales, a lo largo del siglo XVIII se 
aprobaron algunas medidas tendentes a aliviar la tutela que lo jurisdiccional 
ejercía sobre lo gubernativo y posibilitar de esta manera una mayor eficacia 
de la administración real. Así, en ocasiones se concedió a los oficiales reales 
la facultad de adoptar medidas de administración interina a pesar de la 
existencia de un recurso contencioso pendiente de resolución, o se prohibió la 
conversión de los negocios gubernativos en contenciosos cuando mediase 
"interés del Común" (Real Orden de 22 de noviembre de 1763, N R . VII, 16, 
46), o en asuntos de cobro de tributos siempre que hubiese intervenido ya el 
intendente, salvo el derecho de apelación ante el Consejo (Circular de 13 de 
marzo de 1764). Andrés B E T A N C O R R O D R Í G U E Z , El acto ejecutivo..., pp. 89-
91. 
4 4 Vid. José María P O R T I L L O V A L D É S , "El país de los fueros. Política, 
instituciones y Derecho en las provincias vascas durante la Edad Moderna", 
en José María I M Í Z C O Z (dir.), Redes familiares y patronazgo. Aproximación 
al entramado social del País Vasco y Navarra en el Antiguo Régimen (siglos 
XV-XIX), Vitoria, Universidad del País Vasco, 2001, p. 109. 
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En la guerra de sucesión, Navarra apostó al bando vencedor y esto 
le permitió conservar sus libertades y privilegios hasta bien entrado el 
siglo XIX. Por el contrario, los territorios de la Corona de Aragón 
tuvieron peor suerte y se vieron despojados de todo su entramado 
institucional. Las palabras del Decreto de Nueva Planta del 29 de 
junio de 1707 son suficientemente expresivas tanto de la concepción 
que el monarca, y sus ministros, tenía acerca de su propio poder 
soberano, como de las pretensiones de uniformidad que albergaba en 
el rediseño de la monarquía. A pesar de todo, la justificación de la 
medida adoptada y la descripción del vínculo que unía al rey con sus 
reinos pone de manifiesto la persistencia, todavía profunda, del orden 
jurídico-político tradicional. Felipe V adujo como principal motivo 
para despojar de sus fueros a Aragón y Valencia la violación del 
"juramento de fidelidad que me hicieron como a su legítimo Rey y 
Señor". Su potestad sobre la monarquía la expresaba en términos de 
claro contenido patrimonial: "tocándome el dominio absoluto de los 
referidos Reynos de Aragón y de Valencia, pues a la circunstancia de 
ser comprehendidos en los demás que tan legítimamente poseo en esta 
Monarquía...". A este título, añadía, además, el que le correspondía 
como "justo derecho de la conquista", aunque aclaraba que pertenecía 
a la soberanía real la potestad de imponer o derogar las leyes, si bien 
—precisaba— no en cualquier circunstancia, sino atendiendo a "la 
variedad de los tiempos y mudanza de costumbres". Con todo, las 
pretensiones uniformistas del Decreto eran claras y, en este sentido, el 
rey confesaba que junto a los motivos antes expuestos, la supresión de 
los fueros obedecía a "mi deseo de reducir todos mis Reynos de 
España a la uniformidad de unas mismas leyes, usos, costumbres y 
Tribunales, gobernándose igualmente todos por las leyes de Castilla 
tan loables y plausibles en todo el Universo". Un mes más tarde, 
Felipe V dictó otro Decreto, parcialmente corrector del de 29 de junio, 
en el que a pesar de todo se reafirmaba en las medidas uniformistas 
introducidas en la administración de aquellos reinos. Precisamente la 
diferencia de leyes, fueros y gobierno —se afirmaba en el Decreto— 
había sido "en gran parte ocasión de las turbaciones pasadas". A esto 
se unía otra justificación más de fondo, que a nosotros interesa 
especialmente: la convicción de que "en el modo de gobernarse los 
Reynos y pueblos no debe haber diferencia de leyes y estilos, que han 
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de ser comunes a todos para la conservación de la paz y humana 
sociedad". Por ello, aun cuando a la postre la sustitución del derecho 
de los reinos rebeldes por las leyes castellanas no se llegara a ejecutar, 
el espíritu que animaba la actuación real resultaba patente; el rey 
confesaba con toda crudeza que su intención era "que todo el 
continente de España se gobierne por unas mismas leyes" 4 5. ¿Qué 
pensarían los subditos navarros al leer esta declaración de 
intenciones? 
El apoyo prestado por los navarros a la causa del duque de Anjou, 
no se tradujo, como cabría esperar, en una actitud de escrupuloso 
respeto hacia los derechos y privilegios del viejo reino, si bien es 
cierto que las necesidades económicas derivadas de la guerra exigían 
la adopción de medidas extraordinarias, no siempre compatibles con 
el mantenimiento de libertades y privilegios consolidados en otro 
tiempo. Finalizada la contienda, Felipe V no tuvo problemas en 
reconocer, en contra del parecer de sus virreyes, la voluntariedad del 
servicio de las Cortes navarras, o la obligatoriedad del consentimiento 
de éstas para proceder a la publicación de las leyes decretadas por el 
virrey. Sin embargo, aquel "gobierno por unas mismas leyes" 
propugnado por el rey en 1707, se compadecía mal con la situación de 
Navarra y de las provincias vascas en la constitución de la monarquía 
hispánica. No sólo desde un punto de vista institucional y jurídico, 
sino también económica y comercialmente, aquellos territorios, con 
un régimen fiscal privilegiado, y separados de Castilla por un sistema 
4 5 Novísima Recopilación, Lib. III, tít. 3, ley 2 y 3. Como ha destacado la 
historiografía sobre el tema, los Decretos de Nueva Planta no pueden ser 
entendidos únicamente como una medida de castigo impuesta a los territorios 
rebeldes, sino como un aspecto más de la reforma institucional y de gobierno 
que acometió la nueva dinastía. Vid. Jean-Pierre D E D I E U , "La Nueva Planta 
en su contexto. Las reformas del aparato del Estado en el reinado de Felipe 
V", en Manuscrits, 18, 2000, pp. 113-139. Sobre la reforma en general, nos 
remitimos a la ya clásica obra de Josep María G A Y E S C O D A , El Corregidor a 
Catalunya, Madrid, Marcial Pons, 1997, esp. cap. II. Vid. también, Jesús 
M O R A L E S A R R I Z A B A L A G A , La derogación de los Fueros de Aragón (1707-
1711), Huesca, Instituto de Estudios Altoaragoneses, 1986. 
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4 6 Para valorar correctamente la dimensión constitucional de las aduanas, 
conviene no perder de vista el valor intrínsecamente político que se le 
atribuía al territorio en el orden jurídico y social del Antiguo Régimen. La 
jurisdicción, potestad que hasta finales del siglo XVIII seguía ocupando un 
lugar central en la teoría y en la práctica de la acción política se hallaba 
—como decían los juristas del derecho común— adherida al territorio. En 
palabras de Baldo, el territorio era "spatium terrea munitum et armatum 
iurisdictione" (Comm. In libri feudorum, II, 56 rubr. n. 2). Esta cita y una 
exposición ajustada de la politicidad del territorio por su vinculación-
identificación con la jurisdicción en, Antonio M. H E S P A N H A , Vísperas..., pp. 
79-84; y, de este mismo autor, La gracia del derecho. Economía de la 
cuitara en la Edad Moderna, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 
1993, pp. 108-121. 
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aduanero propio, constituían una realidad diferenciada difícil de 
eludir. 
Con todo, el mantenimiento de las aduanas en la frontera con 
Castilla no era únicamente un problema económico, sino también 
constitucional. Por otra parte, los argumentos que esgrimían los 
navarros para evitar la política de unificación de mercados patrocinada 
por los ministros del rey se dirigían, según conviniese en cada 
momento, en una dirección o en otra. Las aduanas, en cuanto 
instrumento jurídico de delimitación visible del territorio del reino, 
desempeñaban un papel de primer orden en la conservación de la 
identidad constitucional de Navarra, equiparable, a estos efectos, al 
disfrute de un régimen fiscal privilegiado o de unas instituciones de 
representación corporativa como la Diputación o las Cortes 4 6. Los 
navarros eran conscientes de las implicaciones constitucionales del 
traslado de aduanas, como queda patente en la respuesta que dieron en 
las Cortes de 1757 a una nueva petición formulada por el rey: 
"aliamos —exponen las Cortes— no sernos combeniente esta 
traslación, sino que permanezca inalterable el sistema de gobierno en 
que estamos desde tiempos antiquísimos inaczesibles a la memoria". 
Al final del escrito, las Cortes resumían todos los perjuicios que se 
derivarían del traslado, como justificación de su negativa a satisfacer 
los deseos del rey: 
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"Con ellas (las nuevas aduanas), sobre la depresión de su libertad, 
y demás perjuicios ya insinuados, beria Nabarra desbanezidos en un 
instante Privilejios y distinciones que costaron méritos continuados de 
muchos siglos: La feria franca de Pamplona extinguida: Los limites de 
su Corona equibocados: Las diferencias de derechos Reales 
enervadas; Los establecimientos de muchas leyes suias abolidos: Y el 
orden de su antiguo govierno alterado"4 7. 
Parece claro, pues, que el problema no era sólo económico. En este 
sentido, no deja de ser significativo que el traslado, aun cuando pudo 
haberse verificado antes, no se ejecutase hasta la conversión en 1841 
del reino de Navarra en provincia del Estado español. 
La revocación en 1722 del decreto de traslado de las aduanas, 
dictado cuatro años antes, puso de manifiesto la necesidad de contar 
con las autoridades navarras a la hora de introducir reformas 
sustanciales en su constitución política. Sin embargo, no por ello los 
distintos monarcas que se sucedieron en el trono renunciaron al 
proyecto de unificar interiormente el reino. El problema se volvió a 
plantear, a petición de Fernando VI, en las Cortes de 1756 y, ya con 
Carlos III, en las Cortes de 1781. Los desacuerdos no sólo se 
produjeron entre las Cortes y los monarcas; también dentro del reino 
se formaron dos bandos que aunaban a partidarios y detractores de la 
medida propugnada por los ministros del rey. Especialmente en el 
último tercio del siglo, el número de los defensores del traslado creció 
a consecuencia, entre otras cosas, de la situación creada con la 
liberalización del comercio americano en 1778, de la que los navarros 
fueron excluidos. 
Al conflicto de las aduanas vino a sumarse en 1770 el de las 
quintas, sistema de reclutamiento establecido por Carlos III mediante 
4 7 AGN, Reino, Traslación de aduanas, leg. 1, carp. 28. Los subrayados 
son míos. Sobre la propuesta de traslado de las aduanas y la actitud del reino 
vid. Sergio SOLBES FERRI, Rentas reales de Navarra: proyectos reformistas y 
evolución económica (1701-1765), Pamplona, Gobierno de Navarra, 1999, 
pp. 243-249. 
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4 8 Como ha señalado con acierto Vallejo García-Hevia, "las quintas fueron 
un elemento más de la confrontación entre la actividad centralizadora de la 
monarquía borbónica, y la defensa de sus peculiares privilegios por parte de 
los diferentes reinos y territorios que integraban el mosaico político-jurídico 
español". José María V A L L E J O G A R C Í A - H E V I A , La Monarquía y un ministro, 
Campomanes, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
1997, p. 409. 
4 9 Una exposición equilibrada de estos conflictos puede verse en Alfredo 
F L O R I S T Á N I M Í Z C O Z , La monarquía española..., pp. 194-269. 
5 0 Tampoco en los siglos anteriores, donde a épocas de bonanza 
sucedieron otras de mayor tensión e incomprensión mutua, como es el caso, 
por ejemplo, de los años cuarenta del siglo XVII. Vid. Rodrigo R O D R Í G U E Z 
G A R R A Z A , "Navarra y la Administración central (1637-1648)", en Cuadernos 
de Historia Moderna, n° 11, 1991, pp. 149-176. 
5 1 Acerca de estos conflictos resulta obligada la referencia al documentado 
trabajo de Rodrigo R O D R Í G U E Z G A R R A Z A , Tensiones de Navarra con la 
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Real Cédula de 3 de noviembre de ese año, y aplicado a Navarra 
mediante Real Cédula de 16 de mayo de 177248. Ya en 1747 hubo un 
primer intento de realizar levas de soldados en Navarra, pero sin 
consecuencias. Esta medida obligó, tanto a las autoridades navarras, 
como a los ministros del rey, a pertrecharse de argumentos históricos, 
jurídicos y económicos para justificar sus respectivas posturas4 9. 
Quintas y aduanas fueron posiblemente los dos asuntos que —junto 
con la negociación del servicio pecuniario— alcanzaron mayor 
protagonismo en las relaciones entre el rey y el reino, aunque ni 
fueron los únicos que enfrentaron a uno y otro, ni se puede afirmar 
con carácter general que las relaciones entre los navarros y las Cortes 
fueran monopolizadas por estos enfrentamientos o por cualesquiera 
otros5 0. Es más, también en estos negocios de notable trascendencia 
económica, política y constitucional, tanto para la monarquía como 
para Navarra, la consecución de acuerdos fue la tónica general, aun 
cuando para ello ambas partes tuvieran que ceder algo en sus 
pretensiones. Sólo tras el acceso de Godoy al poder se puede decir que 
el entendimiento dejó pasó a la confrontación, como pone de 
manifiesto el Real Decreto de suspensión y examen de los fileros de 
1796. También entre los propios navarros se ahondaron las 
diferencias51. 
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Después de esta panorámica general, vamos a centrar la atención 
en algunos de estos conflictos —especialmente en el traslado de 
aduanas— para comprender, aunque sea sólo parcialmente, la lógica 
institucional y política del Antiguo Régimen, o, mejor dicho, de la 
monarquía hispánica del siglo XVIII 5 2. Ello nos permitirá adelantar 
alguna conclusión acerca de la tan debatida estatalidad del poder 
político en el tiempo anterior a las revoluciones liberales. 
administración central (1778-1808), Pamplona, Institución Príncipe de 
Viana, 1974. Como se deduce de la exposición de Rodríguez Garraza, y ha 
sido destacado por Floristán, entre los navarros no faltaban quienes veían con 
buenos ojos los logros de la revolución o, al menos, se mostraban partidarios 
de adecuar los viejos fueros a las nuevas circunstancias políticas y culturales. 
Junto a ello, seguían siendo muchos los que se oponían a cualquier 
innovación y preferían esperar a que la situación se calmase dentro y fuera de 
la monarquía para reivindicar el restablecimiento completo de los fueros del 
reino. Alfredo F L O R I S T Á N I M Í Z C O Z , La monarquía española..., p. 280. 
5 2 El empleo de la dualidad rey-reino, aun siendo necesario, al menos por 
una cuestión de economía del lenguaje, puede transmitir una visión simplista 
y algo deformada no sólo de los términos de la dualidad sino también de las 
relaciones entie ellos. En este sentido, ni resulta correcto oponer uno y otro 
como si de realidades antagónicas se tratara, ni tampoco fundirlos en una 
permanente armonía. Por otra parte, ni el rey (con su aparato de gobierno) ni 
el reino, con sus instituciones propias, constituían realidades monolíticas, 
sino complejas, atravesadas por tensiones interiores que exigían un trabajo de 
composición continuo entre las fuerzas en conflicto, canalizado muchas 
veces a través de los tribunales. Con motivo del traslado de aduanas, la 
división interior del reino se manifestó con una especial claridad. Las 
alianzas entre grupos, en sentido horizontal, tanto en el reino, como en la 
Corte, y en sentido vertical, uniendo el centro y la periferia formaban parte de 
la lógica del sistema y, en lo que a nosotros interesa, impide comprender las 
relaciones entre el rey y Navarra en términos meramente dialécticos, de 
oposición. Un planteamiento de la historia social que tiene en cuenta la lógica 
propia, en su composición y funcionamiento, de la sociedad tradicional 
navarra, extrapolable en general a las sociedades premodemas, puede verse 
en Alfredo F L O R I S T Á N I M Í Z C O Z - José María I M Í Z C O Z B E Ú N Z A , "La sociedad 
navarra en la Edad Moderna. Nuevos análisis. Nuevas perspectivas", en 2o 
Congreso General de Historia de Navarra, I I I , Príncipe de Viana, anejo-15, 
1993, pp. 11-48. 
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5 3 Vid. Sergio S O L B E S F E R R I , Rentas reales..., pp. 143-159. 
5 4 Archivo General de Navarra (AGN), Reino, Traslación de aduanas, leg. 
1, carp. 3. 
5 5 El conocimiento que tenemos del alcance de la recepción del derecho 
común en Navarra es todavía muy limitado. Sin embargo, la lectura de las 
actas de las Cortes, de las representaciones elaboradas por la Diputación, así 
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3.2.1. La creación de un espacio único peninsular: aduanas y quintas. 
El 31 de agosto de 1717, a pesar de la opinión contraria de los 
síndicos navarros y del propio Virrey Castillón, el rey aprobó un 
Decreto suprimiendo todas las aduanas interiores de sus reinos y 
ordenando su traslado a "los Puertos de Mar de España" y a la frontera 
con Portugal y Francia5 3. El virrey comunicó a la Diputación esta 
decisión el 5 de octubre siguiente, y le ordenó que procediese al 
nombramiento de unos comisarios que se trasladasen a la Corte para 
tratar de la ejecución de este decreto con el marqués de Campo 
Florido, gobernador del Consejo de Hacienda. En caso de que fuese 
necesario convocar Cortes, se comunicaría esta circunstancia al rey 
para que adoptase las providencias oportunas. Con esta medida, el rey 
(sus ministros) perseguía —según afirmaba el virrey, siguiendo las 
palabras del Decreto— "la utilidad de sus vasallos y comerciantes" 
que podrán "transitar y comerciar libremente por todo lo interior de 
sus Reinos" 5 4. En caso de que la Diputación se opusiese al traslado, el 
Decreto advertía que el rey adoptaría otras "providencias 
equivalentes" para resarcirse de los perjuicios que resultaban del 
contrabando y fraudes que se hacían desde el reino de Navarra. Como 
se puede observar, si bien la decisión adoptada afectaba directamente 
a los privilegios navarros, el tono del Decreto era bastante respetuoso 
con un reino que se había caracterizado por su fidelidad al rey, como 
expresamente se reconocía. 
La Diputación, antes de contestar al virrey, solicitó informe de uno 
de los síndicos, Juan Francisco de Lete. El dictamen elaborado por 
este jurista aporta algún elemento de juicio acerca del papel que el 
derecho común desempeñó en la consolidación y defensa del derecho 
propio del reino5 5. La estructura interna del informe era ya 
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suficientemente ilustradora en este sentido. El síndico alegaba ocho 
razones contrarias al envío de una delegación de la Diputación a 
Madrid. Cada una de ellas venía fundamentada, por este orden, en 
ordenanzas y leyes del reino aprobadas por las Cortes (derecho 
propio), y en las obras de algunos juristas y teólogos como Agustín de 
Barbosa, Rodrigo Suárez, Salgado de Somoza, Solórzano Pereyra, Gil 
de Castejón o el Padre Márquez (derecho común). El dictamen 
temhnaba con un último argumento que, de alguna manera, 
apuntalaba todos los anteriores y ponía en primer plano el fundamento 
último del respeto que el rey debía a las leyes citadas: se trataba de 
leyes "paccionadas y concedidas por causa onerosa de dichos 
servicios (pecuniarios), y establecidas por contrato (...) y con la 
firmeza inimitable prometida en los Juramentos". Su trasgresión era 
un acto contrario al "derecho natural y de gentes", lo cual —concluía 
el síndico— "no puede esperarse de la clemencia y Chistiandad, y 
suma Justificación de Su Magestad"5 6. En último lugar, era el derecho 
natural (divino) y de gentes, de los cuales el rey no se hallaba 
desligado, el que sostenía el edificio jurídico-constitucional del reino, 
y era la cristiandad del rey, su propia conciencia católica, la garantía 
última de su conservación. Además, de hecho, y en algunos casos 
también de derecho, los navarros contaban con otros instrumentos 
como de los escritos de algunos juristas muestran la enorme importancia que 
este derecho tuvo en la construcción y defensa de los privilegios y libertades 
del reino. Sobre este aspecto espero poder publicar pronto un trabajo que 
tengo en curso. Vid. José María L A C A R R A , "Sobre la recepción del derecho 
romano en Navarra", en AHDE, XI, 1934, pp. 457-467; y, Juan G A R C Í A -
G R A N E R O F E R N Á N D E Z , "Comentario a la ley 6 de la Compilación o Fuero 
Nuevo de Navarra", en Manuel A L B A L A D E J O y Silvia D Í A Z A L A B A R T , (dirs.). 
Comentarios al Código Civil y Compilaciones Forales, XXXV, voi. 1, 
Madrid, Ed. Revista de Derecho Privado, 1994, pp. 300-333. 
5 6 La vinculación del rey respecto de los pactos suscritos con sus subditos, 
y su fundamento en el derecho natural, constituye un lugar común en la 
literatura jurídica de los siglos medievales y modernos. Vid. Gino G O R L A , 
"Iura naturalia sunt immutabilia. I limiti al potere del "Principe" nella 
dottrina e nella giurisprudenza forense fra i secoli XVI e XVIII", en Diritto e 
potere nella storia europea, Atti in onore di Bruno Paradisi, II, Florencia, 
Ed. Leo S. Olschki, 1982, pp.629-684. 
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5 7 Vid. dictamen del síndico en AGN, Reino, Traslado de aduanas, leg. 1, 
carp. 3. En letra más pequeña, después del informe, el síndico redacta otro 
dictamen más breve en el que rectifica lo defendido hasta ese momento y 
afirma no encontrar inconveniente alguno en que la Diputación envíe unos 
delegados a Madrid, siempre y cuando se limiten a informarse acerca de las 
razones que han conducido a decretar el traslado de aduanas, sin adoptar por 
sí mismos resolución alguna. Ignoro el motivo que condujo al síndico a 
cambiar de manera tan radical su dictamen anterior. 
5 8 AGN, Reino, Traslado de aduanas, leg. 1, carp. 8. 
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para la defensa de su constitución, como la resistencia pasiva a las 
disposiciones reales que, a pesar de todo, violasen los privilegios del 
reino sin una causa justa y proporcionada5 7. 
A pesar de la negativa de la Diputación a enviar delegados a 
Madrid y de su oposición general a la adopción de cualquier medida 
que contraviniese las leyes del reino sin el consentimiento de las 
Cortes, el rey aprobó, mediante Real Orden de 27 de marzo de 1718, 
el traslado de las aduanas navarras a la frontera con Francia. No sólo 
la medida adoptada, considerada en sí misma, resulta suficientemente 
reveladora de la concepción que, del gobierno de la monarquía, tenían 
el nuevo rey y sus ministros (posiblemente más estos que aquél). 
También las razones aducidas para acordar el traslado ilustran acerca 
de este extremo. Según rezaba la citada Real Orden, trasladada a la 
Diputación por el virrey, resultaba conveniente "que las Provinzias se 
socorran reziprocamente unas a otras, supliendo con la abundanzia de 
las unas, la escasez de las otras dentro de los mismos Dominios de Su 
Magestad...". Con esta medida —se afirmaba— el monarca pretendía 
que "se participen igualmente a todas sus Provinzias no solo el auxilio 
de socorrerse libremente entre sí sin los referidos estorbos, sino 
también el fruto de las providenzias que va dando con la yntroduzion 
de Fabricas de diferentes géneros, capaz de resguardar las costas de 
España..."5 8. El 20 de abril se ejecutó la orden real y las fronteras 
navarras quedaron establecidas en la frontera francesa. La medida fue 
acompañada del nombramiento de un intendente, con jurisdicción 
también sobre Guipúzcoa, y atribuciones sobre las cuatro causas 
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tradicionales, además serle encomendada la misión de controlar las 
fronteras59. 
Si comparamos la idea que el rey tenía de sus dominios —según se 
desprende de estas disposiciones— con el modelo de "monarquía 
compuesta" que hemos descrito anteriormente podemos concluir que 
el sustantivo estaba reduciendo al adjetivo a su mínima expresión. 
Cada vez había más monarquía y menos composición. La misma idea 
de un espacio interior comercial unitario, la equiparación de Navarra a 
una provincia más que, en cuanto tal, debía socorrer a las demás, la 
utilización del término España, aunque fuera en sentido geográfico..., 
son indicios que apuntan en una misma dirección: la afinnación de 
una monarquía unitaria. Ciertamente, se trataba sólo de una tendencia; 
ni Felipe V ni sus ministros se habían planteado aplicar en Navarra el 
régimen uniformador impuesto en la Corona de Aragón, pero sí 
habían marcado una trayectoria que, con avances y retrocesos, guiaría 
la política de los Borbones durante el siglo XVIII. 
La supresión de las aduanas fue protestada por la Diputación en 
una representación de 23 de julio de 1718. Los argumentos esgrimidos 
eran de tipo económico, pero, sobre todo, de naturaleza jurídico-
constitucional6 0. No procede aquí exponer detalladamente el discurso 
de la Diputación, pero sí traer a colación algunos de estos argumentos 
que nos puedan orientar acerca de la imagen que las autoridades 
navarras tenían de la monarquía hispánica, del estado o status que en 
ella ocupaba Navarra y de la naturaleza de las relaciones que unían al 
rey con sus subditos, y viceversa. A partir del análisis de éstos y otros 
elementos del discurso defendido por las autoridades navarras 
podremos calibrar el grado de persistencia, ya en las postrimerías del 
5 9 Sergio S O L B E S F E R R I , Rentas reales..., pp. 1 5 0 - 1 5 2 . 
6 0 Como resulta lógico, la defensa de este régimen privilegiado obedecía 
en muchos casos a intereses fundamentalmente económicos, lo cual no 
justifica reducir a este único factor todo el discurso jurídico-constitucional 
navarro. Incurriríamos —valga la redundancia— en un reduccionismo, 
incapaz en cuanto tal de explicar debidamente la compleja realidad de las 
sociedades del Antiguo Régimen. 
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Antiguo Régimen, del imaginario político tradicional. Acerca de la 
efectividad en el plano institucional de estas concepciones jurídico-
políticas algo hemos dicho ya, aunque volveremos, si bien muy 
someramente, sobre ello. 
Como ya adelantamos, el primer enfrentamiento rey-reino con 
motivo del traslado de las aduanas se saldó con una victoria a favor 
del segundo, pero el problema se volvió a plantear en las Cortes de 
1756. En la Real Cédula de convocatoria, Fernando VI, a través de su 
virrey, ordenaba a las Cortes que "después de maduro acuerdo, 
presente el Real servicio y el bien común de este Reino", deliberasen 
acerca de una serie de puntos. Tanto en la citada Real Cédula como en 
la contestación de las Cortes, la relación del rey con su reino se 
expresaba en términos de piedad o beneficencia, por un lado, y de 
fidelidad por otro. El reino por su fidelidad se hacía "acreedor" de la 
piedad del rey, la cual a su vez convertía a éste en acreedor de la 
obediencia y fidelidad del reino6 1. No era la estricta justicia el valor 
último que debía guiar las actuaciones del rey: "Aún más que nuestro 
propio derecho —explicaban las Cortes— nos alienta la Augusta 
clemencia de Vuestra Magestad a prometemos feliz suceso (...), 
porque sabemos que las piedades de ese espíritu regio se derraman 
liberales mas allá de los confines a que se estrecha la justicia" 6 2. El 
6 1 Las Cortes agradecen al monarca la citada Real Cédula en la que se 
pone de manifiesto —según se afirma— su preocupación por la felicidad del 
reino, "haciéndonos el alto honor —señalan las Cortes— de fundar en mucha 
parte sobre el mérito de nuestra fidelidad, el impulso de esa piadosa 
beneficiencia, tanto mas acreedora a nuestro perenne reconocimiento, quanto 
la engrandeze mas el haverla acordado V.M. permitiendo por su excelsa 
benignidad a nuestro examen y primera deliberación los diferentes asumptos 
que ella abraza...". Ibidem. 
62 Ibidem. Hespanha ha puesto de manifiesto la trascendencia que en la 
pluralidad de órdenes normativos de las sociedades premodernas revisten las 
exigencias derivadas de virtudes como la liberalidad o la magnificencia. 
Junto a las obligaciones de estricta justicia, y por encima de ellas, actúa el 
orden de la gracia, sometido también a reglamentación y capaz de disciplinar 
las relaciones sociales, tanto en el ámbito doméstico como en el público, con 
una eficacia en muchos casos igual o superior al del propio derecho. Vid. 
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discurso del reino, reflejo del utilizado por el rey, seguía ligado al 
imaginario medieval, con raíces en el mundo clásico, en la manera de 
representarse las relaciones rey-subditos, muy distinto al forjado por 
el pensamiento político y jurídico moderno en el que los ciudadanos y 
el Estado aparecen ligados por vínculos impersonales de naturaleza 
pública, en la acepción actual del término6 3. 
Ante la posible negativa de las Cortes a la propuesta de traslación 
de aduanas, que —como ya vimos— finalmente se confinnó, Isidoro 
Gil de Jaz, consejero de Hacienda, sugirió a Miguel de Múzquiz, 
Secretario de Estado y del Despacho de Hacienda, que se preparasen 
materiales teólogos y jurídicos sobre "dos agravios": 
"El primero, el de una consulta muy circunstanciada, sobre que 
examinen theólogos y letrados si por el bien universal de los reynos 
puede el Rey mudar lícitamente la posición de las Aduanas, 
resarciéndole al de Navarra el perjuicio que padeciere, y, el segundo, 
Antonio Manuel H E S P A N H A , "La economía de la gracia", en H E S P A N H A , 
A.M., La gracia del derecho. Economía de la cultura en la Edad Moderna, 
Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1993, pp. 151-176. Esta 
proximidad entre ámbitos normativos remite a otras permeabilidades entre 
esferas conceptualmente enfrentadas en la Weltanschauung moderna: la 
existente entre el gobierno de la república y el de la familia, entre el derecho, 
la moral y la religión, o entre lo público y lo privado. 
6 3 En este universo moderno, la apelación a la fidelidad, la piedad o la 
beneficencia, como pilares sobre los cuales construir las relaciones con la 
autoridad política constituye un anacronismo, lo cual explica la escasa 
atención que la historiografía ha prestado tradicionalmente a este tipo de 
vínculos a la hora de estudiar la articulación teórica y práctica del poder del 
rey con el resto de poderes sociales en las monarquías del Antiguo Régimen. 
Por el contrario, la atención se ha concentrado en el protagonismo —sin duda 
importante— del derecho o de la economía en la configuración del equilibrio 
de poderes actuante en cada momento. Entre los seguidores de la corriente 
estatalista la atención a las exigencias derivadas de la religión en el orden 
político ha merecido una especial atención. Vid. Antonio Manuel H E S P A N H A , 
"La economía de la gracia", en La gracia del derecho..., pp. 151-176; y, 
aplicado a una época y territorio concreto, I. M. V I C E N T L Ó P E Z , "El discurso 
de la fidelidad durante la Guerra de Sucesión", en Espacio, Tiempo y Forma. 
Historia Moderna, 13, 2000, pp. 61-82. 
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cuando esto no se quiera, reconocer las facultades a que se puede 
extender el Brazo Real, aun dentro de los términos de las leyes y 
fueros de este reyno, para no perder ni el más mínimo punto de 
Regalía (...), y creo que si prosiguen en la resistencia se hacen dignos 
de que se les dé lo justo pero no lo gracioso" 6 4. 
En esta propuesta el derecho y la teología se postulan como 
fundamentos del orden político; sólo el bien universal y la oportuna 
indemnización justifican una vulneración del derecho propio de 
Navarra por parte del rey; las facultades de éste se conciben en 
términos de regalías y, por último, se distingue entre el ámbito de la 
justicia y el de la gracia real, ambos capaces de vincular las decisiones 
del rey. En estos puntos, nos movemos todavía dentro de las 
coordenadas jurídicas medievales. 
También en la conciencia del rey, la fidelidad mostrada por el 
reino a lo largo de los siglos, pero muy especialmente en la Guerra de 
Sucesión, exigía un tratamiento respetuoso con sus fueros. Esta 
convicción profundamente arraigada en la cultura de la época explica, 
junto a otros factores, la conservación en pleno "absolutismo" 
borbónico, y la persistencia hasta bien entrado el siglo XLX, de reinos 
y provincias con un régimen político y jurídico particular. Así se pone 
de manifiesto, por ejemplo, en el citado Real Decreto de 16 de 
diciembre de 1722, que restituía las aduanas a su posición original. 
Felipe V justificaba esta medida "atendiendo a lo que aquellos 
naturales tienen merecido en mi servicio, por su especialísima 
fidelidad y amor". El rey aseguraba que no había sido su intención ni 
lo sería nunca "perjudicarlos ni minorarles sus privilegios, exenciones 
y fueros (...), pesando más en mi estimación confirmarles este 
concepto (el respeto a los fueros de Navarra) que cualesquiera 
intereses que pudiesen de lo contrario resultar en favor de mi Real 
6 4 Vid. Carta de 7 de mayo de 1757, en Fernando de A R V I Z U Y 
G A L A R R A G A , "Las Cortes de Navarra en la Edad Moderna (Estudio desde la 
perspectiva de la Corona)", en Las Cortes de Castilla y León en la Edad 
Moderna, Valladolid, Ed. Cortes de Castilla y León, 1989, p. 621, n. 88. 
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Hacienda..."6 5. Con todo, conviene no perder de vista que desde el 
punto de vista económico el traslado de las aduanas a la frontera con 
Francia había sido un fracaso, no sólo por los cuantiosos gastos 
derivados de la dotación del personal encargado de vigilar las 
aduanas, sino fundamentalmente porque sin el apoyo de las 
autoridades locales el control del contrabando había sido imposible. 
Junto a los comerciantes pamploneses, los pueblos y comunidades 
de las montañas pirenaicas eran quienes más interesados se hallaban 
en el mantenimiento del status quo en este tema, y a quienes más 
había perjudicado el traslado. Por ello, dentro de esta lógica 
tradicional de fidelidad-beneficio, las Cortes no dejaban de resaltar el 
servicio efectivo que los habitantes de las fronteras prestaban en su 
pennanente defensa, como se había puesto de manifiesto en las 
diferentes guerras sostenidas contra Francia6 6. Cuando en 1780, se 
volvió a plantear en las Cortes el traslado de aduanas, los ánimos entre 
los navarros estaban bastante divididos. Ante la posibilidad de que 
triunfasen las tesis de los partidarios del traslado, los catorce pueblos 
que componían el valle del Baztán, se reunieron y dirigieron una 
representación a los tres Estados defendiendo el mantenimiento de la 
libertad de comercio con Francia. Se trata de un documento ilustrador 
no sólo de la actuación a diversos niveles de la composición 
corporativa de la monarquía, sino fundamentalmente de la pervivencia 
hasta finales del Antiguo Régimen de una manera de concebir la 
sociedad, el gobierno político y el derecho más propia de la 
6 5 Vid. copia de este Decreto en Alfredo F L O R I S T Á N I M Í Z C O Z , La 
monarquía española..., pp. 210-211. 
6 6 En la representación de 1757, las Cortes encarecían a Femando VI la 
fidelidad mostrada por las comunidades de las montañas "mereciendo 
singular recuerdo —exponían—, entre las muchas desempeñadas por valor y 
fidelidad de sus moradores aquel intrépido espíritu, con que abandonando 
pródigas vidas y Patrimonio supieron defender por sí solos sus fronteras, 
sosteniendo en ellas triunfante, oy respetable el soberano nombre y cetro del 
Augusto Padre de V.M. que pretendieron insultar las armas enemigas en los 
principios de su Reynado". AGN, Reino, Traslación de aduanas, leg. 1, carp. 
28. 
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6 7 Tras un documentado estudio de la cuenca de Lumbier-Aoiz, Ana 
Zabalza ha puesto de manifiesto la pervivencia durante todo el Antiguo 
Régimen, y en parte también hasta nuestros días, de unas estructuras sociales 
y espaciales tradicionales en la Navarra prepirenaica, que, sin embargo, 
fueron sometidas desde el siglo XVII a un proceso de desintegración ligado a 
la acción de nuevos principios, así como a factores de naturaleza más 
externa, fundamentalmente económicos. Vid. Ana Z A B A L Z A S E G U Í N , Aldeas 
y campesinos en la Navarra Prepirenaica (1550-1817), Pamplona, Gobierno 
de Navarra, 1994, esp. pp. 169-175 y 269-274. 
6 8 La explicación de este principio se formulaba así: "Tienen los siglos 
passados sobre el presente la Authoridad del Magisterio, y la narración de los 
sucessos anteriores es Maestra del vivir; porque no acaeciendo nada de nuevo 
baxo la capa del Sol, y sucediendo ahora, lo que yá en otro tiempo aconteció, 
según el Oráculo Divino, y según demuestra la evolución misma de los 
tiempos: lo que fue sirve de regla, y arancel para lo que será". 
Representación del Noble Valle y Universidad del Baztán de 1781, firmada 
por su apoderado Matías Fernando de Echevarría. AGN, Reino, Traslación de 
aduanas, leg. 1, carp. 33, f. 2. Rodríguez Garraza cita esta representación del 
Baztán, y destaca, entre otras cosas, las importantes motivaciones 
económicas que animaban su oposición al traslado de aduanas. Vid. Rodrigo 
R O D R Í G U E Z G A R R A Z A Tensiones..., pp. 114-116. 
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Weltanschauung medieval que de la moderna 6 7. El apego a la tradición 
por su intrínseca antigüedad venía reconocida en distintos pasajes del 
escrito. Así, se proponía como principio para el gobierno que "lo que 
fue sirve de regla y arancel para lo que será", y se refería 
despectivamente a los partidarios del traslado llamándolos "amantes 
de las novedades" 6 8. 
De este memorial cabe destacar, en primer lugar, que quien se 
dirige a las Cortes no son los catorces pueblos, o los baztaneses 
individualmente considerados, sino "el valle y universidad del 
Baztán" en cuanto tal. Por otra parte, la traslación de las aduanas en la 
medida en que era "opuesta á los particulares intereses de el Valle" se 
juzgaba igualmente perjudicial "á los generales de todo el Reyno". El 
Valle no sólo se consideraba integrado en el reino de Navarra, sino 
también en la monarquía hispánica, no dudando en calificarse a sí 
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mismo como "esta bella porción de las Españas" 6 9. Frente a la lógica 
moderna, esencialmente excluyente, de las identidades colectivas, se 
afirmaba aquí otra manera de entender las relaciones entre lo 
particular y lo general, que no era de exclusión sino de integración. En 
este sentido, no sólo no había contradicción entre sentirse formando 
parte del Baztán, del reino de Navarra y de la monarquía hispánica; 
muy al contrario cada nivel exigía el anterior. Y si descendiéramos 
todavía más hacia lo particular, tendríamos que añadir a estas tres 
identidades, la de pertenecer a un municipio y/o a una Casa. De hecho, 
la representación se refería, en relación con las medidas propuestas, a 
los "aumentos y prosperidades en las Casas, y Familias". No era, pues, 
la sociedad moderna centrada en el individuo la que aparece reflejada 
en la representación, sino el orden social y político tradicional, 
formado jurídicamente por un complejo de jurisdicciones mutuamente 
integradas, que actuaban en niveles distintos y que tenían como último 
punto de referencia la Casa, el ámbito doméstico. La Casa, tal y como 
se concibe a partir de lo expuesto en la representación, no comprendía 
únicamente a los miembros contemporáneos de la familia, sino 
también a los antepasados y a los descendientes; de aquí que la 
defensa de unos privilegios adquiridos en tiempos remotos 
constituyera una obligación irrenunciable y, en cierta medida, ajena a 
la voluntad de los que vivían el momento presente7 0. Por último, las 
relaciones que ligaban al Baztán con el monarca se planteaban en los 
69 Ibidem, f. 1. 
7 0 Aun en el caso hipotético de que los perjuicios del traslado quedaran 
compensados por unos beneficios equivalentes debía ponderarse "la 
possession por la herencia estimabilissima de nuestros mayores; siendo assi, 
que para renunciar su derecho, se debe commutar por un bien mayor". A esto 
se unía la idea de la hidalguía universal que defendían los baztaneses, lo que 
se traducía en un planteamiento aún más tradicional de la cuestión:: "Una 
Casa particular elevada sobre el Común á fuer de Antigua, Noble, y 
ensalzada en Paz, y Guerra por sus heroycos, y famosos hechos, reclamaría 
justissimamente el decreto, que sin demerito alguno la reduxesse á la classe 
de pechera, y embolviesse con la mas humilde plebe. Qué deberá hacer 
Baztán, que cuenta veinte y nueve Palacios, los mas Cabo de Armería, y 
cuyos Naturales descienden de los Electores de Reyes, Repartidores de 
Tierras y Defensores de la Fé (...)?". Ibidem, fs. 6 y 8. 
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71 Ibidem, f. 5. 
7 2 José Manuel BARRENECHEA, Jesús AsTIGARRAGA y Ernest LLUCH, 
"Valentín de Foronda en Navarra y el proyecto de traslación de aduanas de 
Berriechea y Zarigaiz (1781)", en I Congreso de Historia de Navarra de los 
siglos XVIII, XlXyXX, Príncipe de Viana, Anejo,5, 1986, pp. 203-213. 
7 3 Rodrigo RODRÍGUEZGARRAZA, Tensiones..., pp. 126-127. 
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términos de fidelidad tradicionales, como "vinculo de fidelidad y 
amor", constitutivos —según se lee en la representación— de "un 
orden de Vassallage de superior esfera"71. 
Sin embargo, en las Cortes de 1781 no faltaron tampoco quienes, 
partiendo de planteamientos más acordes con los principios ilustrados, 
defendieron el traslado de las aduanas. Era ya posible vislumbrar 
dentro de las propias Cortes navarras la existencia de dos mundos 
contrapuestos. Los nuevos principios comenzaban a calar en las capas 
más altas de la sociedad, y ello se traslucía con particular claridad en 
el lenguaje. Obviamente, no todo se dilucidaba en el orden de las 
ideas, pues éstas iban acompañadas de claros intereses económicos. 
En éste, como en el resto de conflictos o problemas que 
protagonizaron las Cortes con el rey interferían multitud de planos que 
resulta preciso integrar para alcanzar una adecuada comprensión de la 
cuestión. Este discurso político moderno es el que informa uno de los 
papeles de ratonera que se leyeron en las Cortes, recientemente 
atribuido a Valentín de Foronda. Entre otras cosas, se criticaba la 
ubicación tradicional de las aduanas porque impedían el comercio 
"nacional", es decir, "el libre comercio interior con España"; se 
asumían los planteamientos fisiocráticos llegando a situar "los 
derechos de propiedad" en la "base de las leyes"; y se afirmaban como 
motores de crecimiento económico de toda sociedad el propio interés 
y la ganancia7 2. A pesar de todo, las Cortes volvieron a denegar el 
traslado de las aduanas7 3. La limitación de facto et de iure de la 
potestad regia en el último tercio del siglo XVIII resultaba patente. 
3.2.2. Una breve alusión al conflicto de las quintas 
Mayores problemas planteó al reino la decidida política de Carlos 
III, continuada por Carlos IV, de unificar el régimen de reclutamiento 
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militar en todos sus reinos, extendiendo a Navarra el sistema de 
quintas. No podemos detenernos en el análisis de este conflicto, ya 
tratado por otros historiadores a cuyas obras nos remitimos 7 4. 
Simplemente quiero destacar dos circunstancias que pueden arrojar 
alguna luz sobre el tema que nos ocupa. La primera de ellas es el 
envío del expediente a la Cámara de Castilla, por orden del rey de 4 de 
octubre de 1776, para que en esa sede jurisdiccional se sentenciase el 
asunto". La perspectiva, una vez más, desde la que se afrontaba el 
asunto no era meramente política, en el sentido moderno del término, 
sino estrictamente jurisdiccional. Lo que se debatía era la sujeción a 
derecho de la medida adoptada por el monarca y todo lo que ello 
implicaba: alcance de la soberanía real, interpretación de lo dispuesto 
en el Fuero General sobre los servicios de soldados, naturaleza de la 
incorporación de Navarra a la Corona y título en virtud del cual 
conservaban sus fueros, aplicación a Navarra del derecho de Castilla... 
Junto a esto, resulta interesante constatar algunas discrepancias de 
fondo entre los fiscales del Consejo de Castilla y la Diputación en el 
enfoque del problema. Así, mientras Campomanes y González Mena 
partían en su argumentación del "derecho general de España", que 
identificaban con las Partidas, sin perjuicio de que acudieran también 
al Fuero General para apuntalar su argumentación, la Diputación 
negaba la aplicación de la magna obra del Rey Sabio en Navarra, 
apelando para ello al carácter aeque principaliter de su unión a 
7 4 Una exposición detallada del tema se puede ver en José María S E S É 
Alegre, El Consejo Real de Navarra en el siglo XVIII, Pamplona, Eunsa, 
1994, 325-344; José María V A L L E J O G A R C Í A - H E V I A , La Monarquía..., pp. 
388-415; Santiago L E O N É , LOS lugares de la memoria en Navarra, Facultad 
de Filosofía y Letras (departamento de Historia), Tesis doctoral inédita, 
Universidad de Navarra, Pamplona, 2002, pp. 298-334. Agradezco al autor 
de la tesis que me autorizara su consulta. Un resumen preciso de la evolución 
del ejército y de los problemas planteados en el siglo XVIII a este respecto en 
Jesús María U S U N Á R I Z G A R A Y O A , "Las instituciones del reino de Navarra 
durante la Edad Moderna", en Revista Internacional de Estudios Vascos, n° 
46-2, San Sebastián, 2001, pp. 733-736. 
7 5 Vid. José María SESÉ, EL Consejo Real..., p. 339. 
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7 6 El mantenimiento de la especificidad jurídica y constitucional del reino 
de Navarra pasaba en parte por el reconocimiento de su incorporación aeque 
principaliter a la Corona de Castilla, pues admitir lo contrario equivalía a 
reconocer el carácter meramente gracioso, no debido en estricta justicia, de 
sus privilegios y libertades. Tampoco en este segundo caso el rey se hallaba 
legitimado conforme a derecho a prescindir sin más de las libertades del 
reino, pero su grado de disponibilidad respecto de la voluntad real se 
incrementaba sustancialmente. De aquí, la insistencia del reino a lo largo de 
todo el siglo XVIII en el carácter entre iguales y principal de su 
incorporación a Castilla. La manera de incorporarse un reino o provincia a 
otro reino y las consecuencias que se derivaban de la naturaleza principal o 
accesoria de esta unión eran cuestiones que habían atraído la atención desde 
la Baja Edad Media de juristas del derecho común como Guillelmus de 
Cuneo, Bartolo, Baldo y, en Castilla, Gregorio López o Francisco de Aviles, 
entre otros. Vid. Javier B A R R I E N T O S G R A N D O N , "El sistema del "ius 
commune" en las Indias occidentales", en Rivista Internazionale di Diritto 
Covarne, 1 0 , 1 9 9 9 , pp. 5 3 - 1 3 7 , esp. 5 3 - 7 0 . Barrientos recoge la doctrina de 
un jurista del siglo XVI, Marcos Salón de Paz, que en un comentario a las 
Leyes de Toro se mostraba contrario a la aplicación en Navarra y Aragón de 
estas leyes, por considerar que estos reinos gozaban de sus propio fueros y 
leyes especiales pues su unión a Castilla no había implicado sometimiento. 
Como argumento de autoridad citaba unos comentarios de Bartolo donde 
trataba acerca de las uniones principales o accesorias:"... nec his regnis 
Navarrae et Aragoniae regna sunt submissa: sed pristino ac solito robore 
remanserunt: quare consequens est, regna ipsa suis propriis, et non horum 
regnorum legibus et moribus statutis que esse regenda, ut probatur in 1. si 
quando. C. de appella, et Bar. et moder. sic expresse tenent in 1. si convenerit. 
§. si nuda. ff. de pignoraticia actione D. 1 3 . 7 . 1 8 . 1 ) , idem Bart. in tract. de 
alluvionib. sub. rub. de insula, col. 3". Ibidem, p. 6 9 . n. 4 5 . 
7 7 Vid. José Maria V A L L E J O G A R C Í A - H E V I A La Monarquía..., pp. 4 1 1 -
4 1 2 . 
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Castilla76. Los fiscales defendían el carácter supletorio en Navarra del 
derecho castellano como derecho común, en lugar del derecho 
romano-canónico7 7. Con ello, Campomanes y Mena trataban de alterar 
las bases mismas del orden jurídico navarro, sustituyendo la 
articulación tradicional ius commune-ius proprium, por otra de 
connotaciones más modernas y favorables a los intereses del rey: 
derecho español (castellano)-derecho navarro. Esta operación no 
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constituía una excepción en el panorama doctrinal de la época. Desde 
comienzos del siglo XVIII se llevaron a cabo sucesivos intentos de 
fundar, con intervención decisiva de la historiografía, un derecho 
patrio, español, identificado con el derecho castellano y conectado en 
el tiempo con la monarquía visigoda. Esta línea desembocaría a 
finales de la centuria en algunas obras como el Teatro de la 
Legislador! Universal de España e Indias de Pérez y López, o el 
Apparatus Juris Publid Hispanici de José Pérez Valiente, 
preparatorias, con función legitimadora y "preconstituyente", del 
proceso constitucional gaditano7 8. 
El problema de las quintas no se resolvería hasta los primeros años 
del siglo XLX, y la solución se encontraría mas por la vía de hecho que 
de derecho 7 9. El acceso de Godoy al poder y la situación de guerra 
penuanente con los ejércitos franceses durante los primeros años 
noventa del siglo XVIII pusieron en grave peligro el mantenimiento 
7 8 Vid. Jesús V A L L E J O , "De sagrado arcano a constitución esencial. 
Identificación histórica del Derecho patrio", en Pablo F E R N Á N D E Z 
A L B A L A D E J O , LOS Borbones. Dinastía y memoria de nación en la España del 
siglo XVIII, Madrid, Marcial Pons, 2001, pp. 423-484. Sobre el papel 
"preconstituyente" de la Nación española de esta historiografía, continuada a 
lo largo del siglo XIX, vid. Bartolomé C L A V E R O , "Derecho histórico (vasco) 
y Derecho constitucional (español)", en V V . A A . , Foralismo, Derechos 
históricos y democracia, Madrid, Fundación BBV, 1998, 269-274. 
7 9 Ciertamente, desde el primer momento los intentos de la Diputación por 
frenar la aplicación del sistema de quintas en Navarra apenas habían logrado 
resultados prácticos y la mayor parte de los reclutamientos se habían 
ejecutado. En 1803, a pesar de la protesta de la Diputación, se realizó una 
leva forzosa de 800 hombres y tres años más tarde Godoy exigió 1498 
soldados más, sin bien esta vez, ante la oposición de nuevo de las autoridades 
navarras, aceptó sustituir la leva por la entrega de 3000 reales por hombre. 
De alguna manera, esta concesión suponía la aceptación por parte de la 
Diputación de la contribución militar navarra a las necesidades de la 
monarquía, y sirvió como precedente para sucesivas ocasiones. Vid. Rodrigo 
R O D R Í G U E Z G A R R A Z A , Tensiones..., pp. 300-301; María Cruz M I N A A P A T , 
Fueros y revolución liberal en Navarra, Madrid, Alianza Editorial, 1981, p. 
40. 
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8 0 Vid. Rodr igo RODRÍGUEZ GARRAZA, Tensiones..., pp. 2 3 0 . 
8 1 Me he referido recientemente a ello en Rafael D . G A R C Í A P É R E Z , "El 
Consejo Real de Navarra, entre el derecho del rey y las libertades del reino", 
en AHDE, 2 0 0 2 , pp. 1 2 6 - 1 2 9 . Vid también para los territorios vascos 
Francisco F E R N Á N D E Z P A R D O , La independencia vasca: la disputa sobre los 
fueros, Madrid, Nerea, 1 9 9 0 , y el estudio introductorio de José María 
P O R T I L L O y Julio V I E J O (eds.), "La cultura del fuero entre historia y 
constitución" a Francisco de A R A N G U R E N Y S O B R A D O , Demostración del 
sentido verdadero de las autoridades de que se vale el doctor don Juan 
Antonio Llórente (1807-1808), Bilbao, Universidad del País Vasco, 1 9 9 4 , pp. 
2 5 - 7 6 . 
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de las libertades navarras y, en general, de los territorios exentos. 
Comenzó con Godoy una ofensiva en distintos frentes dirigida a 
asimilar el reino de Navarra al resto de provincias de la monarquía. En 
este contexto se incluye la citada Real Cédula de 1 de septiembre de 
1796 que disponía la disolución de las Cortes entonces reunidas, y la 
constitución de una Junta de Ministros que examinase el "origen, 
causas y objetos de los fueros y exenciones" en que se apoyaban los 
contrafueros pedidos por el reino. Mientras tanto quedaba en suspenso 
la institución de la sobrecarta80. Estas medidas políticas fueron 
acompañadas de otras empresas de más largo alcance y no menos 
incidencia constitucional. Me refiero al impulso de una historiografía 
dirigida a remover los fundamentos históricos sobre los que se 
asentaban los derechos propios de Navarra, así como los de los 
territorios vascos. En esta línea se sitúa la publicación en 1802 del 
primer tomo del Diccionario Geográfíco-Histórico de España, 
dedicado al reino de Navarra, a las provincias de Álava y Guipúzcoa y 
al señorío de Vizcaya8 1. 
Un estudio más detallado sobre de estos y otros problemas 
permitiría definir con mayor precisión la fisonomía que presentaba el 
reino de Navarra en el siglo XVIII, en el marco de la monarquía 
hispánica. En este sentido, sería interesante valorar la actitud de los 
virreyes ante la política real impulsada desde la Corte, para calibrar 
hasta qué punto actuaban como longa manus de la voluntad real, 
siguiendo una lógica "estatal" o "funcionaría!" o, por el contrario, sus 
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actuaciones se acomodaban más bien a los parámetros característicos 
del offlcium tradicional. Sin embargo, faltan estudios en profundidad 
sobre este tema. Del Consejo de Navarra sí poseemos más 
información merced al trabajo de Sesé Alegre. Para este autor ni el 
supremo tribunal de Navarra fue un mero instrumento de la política 
borbónica, ni tampoco asumió el papel de defensor de los privilegios 
navarros que correspondía a la Diputación; en definitiva, intentó servir 
al monarca de quien dependía, pero sin violentar los fueros del reino 8 2. 
En cualquier caso, las pretensiones forzosamente modestas de este 
trabajo y los límites que nos hemos marcado aconsejan que, a partir de 
lo expuesto hasta ahora, nos aventuremos a adelantar algunas 
conclusiones. 
4, Conclusiones 
La centralidad del Estado en el discurso de las denominadas 
ciencias sociales o del espíritu desde el siglo XVIII (filosofía, 
derecho, sociología, economía...), así como en la práctica política e 
institucional, ha dotado a este ténnino de una connotaciones muy 
intensas de las que difícilmente puede desprenderse el historiador 
actual. 
Al mismo tiempo, la aproximación al concepto de Estado desde 
una perspectiva cultural, capaz de captar el núcleo esencial del 
fenómeno estatal, sin quedarse atrapado en sus manifestaciones 
8 2 José María S E S É A L E G R E , El Consejo Real..., p. 622. En ocasiones el 
Consejo a través de la atribución que tenía encomendada de otorgar o 
denegar la sobrecarta, obstaculizó más que apoyó la política real. Así se 
desprende de una denuncia realizada por los tres de los personajes más 
importantes del reino, el virrey Azlor y Urriés, el obispo Agustín de Lezo y el 
regente Ribero, en un informe de 20 de octubre de 1782. Para éstos, "donde 
más de ordinario se ve sin curso la real voluntad, o frustrada cortesanamente 
su deliberación, es en el común paso de la sobrecarta, equivalente en sus 
términos, forma y fines al regio plácito o exequátur; de manera que Navarra 
usa con Vuestra Majestad de las mismas amias que Vuestra Majestad con 
Roma, mudados los términos". Vid. María Puy Huici GoÑl, Las Cortes de 
Navarra durante la Edad Moderna, Madrid, Rialp, 1963, p. 46. 
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exteriores, nos ha conducido a enlazarlo con la modernidad. En este 
sentido, se puede afirmar que el Estado es la forma que adopta lo 
político en el pensamiento moderno y encuentra su explicación última 
en una nueva antropología, que proyecta sus principios constitutivos 
sobre todos los órdenes del existir humano (el derecho, la economía, 
la religión...) transformándolos desde sus mismas raíces y dotándolos 
de una nueva significación. 
Desde este punto de vista, la formación del Estado moderno no es 
otra cosa que el proceso de concreción institucional del imaginario 
político moderno. Esta encarnación institucional pudo realizarse de 
una manera brusca, a través de una revolución o aprovechando 
cualquier otra circunstancia que permitiera romper con el orden 
antiguo y adecuar de golpe la estructura político institucional de un 
país a los nuevos principios; o bien, de una manera progresiva a lo 
largo del tiempo. En el caso de la monarquía hispánica, el surgimiento 
del Estado siguió el primero de estos modelos y el alumbramiento 
tuvo lugar en las Cortes de Cádiz. Sin embargo, la realidad histórica 
es siempre más compleja, por lo que sólo forzándola consciente o 
inconscientemente es posible hacerla encajar en un molde 
prefabricado. Por ello, resulta necesario introducir algunos retoques en 
el modelo ideado para que sea éste el que se adecué a la realidad, y no 
al revés. En este sentido, no resulta del todo injustificado hablar de un 
proceso de formación del Estado moderno durante los siglos XVI, 
XVII y muy especialmente durante el siglo XVIII. Estos reflejos de la 
modernidad en la práctica política e institucional se manifestaron en la 
creación de instituciones nuevas, como las Secretarías de Estado y del 
Despacho, con la consiguiente potenciación de la vía reservada, o las 
intendencias, tanto en la península como en América; en la adopción 
de reformas fiscales como las de Ensenada o Esquiladle; en la 
identificación de las leyes de Castilla con el derecho de España, con 
apoyos historiográficos; o en los intentos, con resultados desiguales, 
de unificar el orden político e institucional de los dominios del rey: 
con carácter más general en el caso de Aragón; en lo relativo al 
comercio y al ejército, en el caso de Navarra. 
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Sin embargo, la adopción de este enfoque presenta también 
algunos inconvenientes. El mayor de ellos posiblemente sea la 
focalización, consciente o inconsciente, de la atención del historiador 
en un aspecto que, tanto en el plano institucional, como en el del 
discurso político y, sobre todo, jurídico no ocupó, al menos hasta los 
últimos años del siglo XVIII el lugar central que se le atribuye. Como 
hemos visto, la lógica política y jurídica dominante en estos siglos no 
fue, en líneas generales, de carácter estatal. El orden medieval se 
mantuvo con fuerza en la misma composición corporativa de la 
monarquía, actuante en todos los estratos; en el mantenimiento de un 
orden privilegiado; en la composición jurisdiccional de los conflictos 
entre el reino y la Corte; en la centralidad del argumento histórico a la 
hora de defender unas libertades navarras, "antiquísimas e 
inmemoriales", consideradas impasibles al paso del tiempo 8 3, o en la 
articulación del orden jurídico a partir del binomio ius commune-ius 
proprium. 
Junto a esto, cabe destacar que el concepto de "Estado", situado en 
el centro de la ciencia jurídica y de los demás saberes sociales durante 
el siglo XX, presenta un contenido demasiado cargado de sentido, 
resultado de las circunstancias históricas de su formación teórica e 
implantación práctica. Por ello, su utilización como categoría 
interpretativa puede llegar a defonuar la imagen real del orden 
político y social propio del Antiguo Régimen. Este riesgo se acentúa 
aún más, si cabe, en el caso de la historia del derecho, donde la 
tentación de proyectar hacia el pasado las construcciones propias de la 
dogmática jurídico-pública de los siglos XIX y XX, es decir, de la 
elaborada en tomo a la teoría del Estado, es aún mayor. 
Con todo, resulta preciso reconocer que la mayor parte de la 
historiografía emplea un concepto de Estado "de bajo perfil", que 
admite dentro de sí el pluralismo político, jurídico e institucional 
característico del Antiguo Régimen y que se opone claramente al 
modelo propio del Estado liberal84. El problema, sin embargo, sigue 
8 3 Esto se aprecia de manera muy especial en los informes con motivo del 
conflicto de las quintas. Vid. Santiago L E O N É , LOS lugares..., p. 298-334. 
8 4 Vid. Giorgio CHITTOLINI, "The 'Prívate', the 'Public', the State", en 
The Journal of Modern History, 67, suplemento, 1995, pp. 44-45; y, 
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Salustiano DE Dios, "El Estado Moderno, ¿un cadáver historiográfíco?", en 
Adeline RUCQUOI (coord.), Realidad e imágenes del poder. España a fines de 
la Edad Media, Valladolid, Ed. Ámbito, 1988, p. 402. Este autor reconoce las 
diferencias esenciales que existen entre el Estado liberal y el Estado del 
Antiguo Régimen, aunque defiende la operatividad científica del Estado 
moderno definido a partir de estos tres elementos: "aparición de un poder 
soberano", "formación de una comunidad territorial"; y, "existencia de un 
notable aparato centralizado de instancias gubernativas y judiciales". Ibidem, 
pp. 393-398. 
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planteado pues lo que continúa sin estar claro es la operatividad 
interpretativa de la categoría "Estado moderno", es decir, el valor que 
aporta a la comprensión de los fenómenos históricos. Desde nuestro 
punto de vista, la realidad política e institucional del Antiguo 
Régimen, con el despliegue de una administración real compleja y 
poderosa, no exige la mediación del término "Estado moderno" para 
ser aprehendida en toda su amplitud y en todo lo que de novedoso 
tuvo respecto de los siglos medievales. Otras expresiones, como la de 
"monarquía absoluta", donde el rey aparece desligado (ab-solutus) de 
la ley positiva, pero no del derecho, expresa con toda la fuerza 
necesaria la fisonomía política particular de los reinos europeos 
durante la Edad Moderna, en la mayor parte de los casos, y no 
presenta los inconvenientes que se pueden derivar de un empleo poco 
cuidadoso del término "Estado moderno". 
Por lo que se refiere a la monarquía hispánica, como hemos visto, 
la difusión teórica y práctica de la modernidad, proyectada en los 
diversos ámbitos de la actuación humana, fue descomponiendo poco a 
poco el orden jurídico medieval, si bien la tarea no fue fácil. Las 
raíces culturales eran antiguas y profundas. Para que arraigase la 
nueva semilla y diese el fruto deseado no bastaba cortar los árboles 
milenarios que impedían el nacimiento del nuevo orden: se hacía 
preciso arrancarlos de raíz, y éste era un trabajo que exigía tiempo y 
tenacidad. No fue un proceso temporalmente lineal y espacialmente 
uniforme. En Europa, cada reino, cada república, cada monarquía, se 
subió al carro de la modernidad de manera distinta y con velocidades 
también diferentes. En la monarquía hispánica, la implantación teórica 
e institucional fue más lenta, experimentó avances y retrocesos, y a la 
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postre quedó en cierta manera incompleta. En este sentido, la 
pervivencia del orden antiguo traspasó la frontera marcada por Cádiz. 
En la Constitución de 1812 se puede apreciar el peso de la tradición, 
no sólo en la justificación histórica desarrollada en el Discurso 
preliminar8 5, sino en cuestiones mucho más significativas, como en el 
procedimiento establecido para la elaboración de las leyes8 6. Junto a 
esto, no faltan autores que han llamado la atención acerca de la 
continuidad en el primer constitucionalismo español del paradigma 
jurisdiccional (ligado a la cultura del Antiguo Régimen), que 
pemianeció activo en el ámbito de la administración de justicia8 7. 
En conclusión, se puede afirmar que si en Cádiz se dio a luz al 
Estado moderno, la Edad Moderna experimentó su proceso de 
gestación, y hasta bien entrado el siglo XLX el Leviatán no alcanzaría 
su mayoría de edad. 
8 5 Vid. Agustín de ARGUELLES, Discurso preliminar a la Constitución de 
1812. Introducción de Luis S Á N C H E Z A G E S T A , Madrid, Centro de Estudios 
Constitucionales, 1 9 8 9 . 
8 6 Vid. Car los G A R R I G A y Marta LORENTE, "El modelo constitucional 
gaditano", en Andrea ROMANO (ed.), /7 modello costituzionale inglese e la 
sua recezione nell'area mediterranea tra la fine del 700 e la prima metà 
dell'800, Milán, Giuffrè, 1 9 9 8 , 5 8 7 - 6 1 3 . 
87 Ibidem, pp. 6 0 1 - 6 0 2 y, especialmente, Femando M A R T Í N E Z P É R E Z , 
"Ley expresa, clara y terminante". Orden normativo y paradigma 
jurisdiccional en el primer constitucionalismo español", en Historia 
Constitucional, 3 , 2 0 0 2 , http://hc.rediris.es/tres/. 
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